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Panamá. 23 de enero de 2024
Nota C-01 5-24

Su Excelencia
Jorge Rivera Staff
Ministro de Comercio e Industrias
Ciudad.

Ref.: De la Ley No.406 de 2023. que aprobó el Conlrato de Concesión Minera entre el Estadtr

y Minera Panamá, S.A., y su expulsión del sistema jurídico pananleño" por la Corte

Suprema de Justicia, mediante sentencia de 27 de noviembre de 2023.

Scñor Ministro:

Atendiendo la atribución constitucional consagrada en el numeral 5 del artículo 220 de la Carta

Magna. y lo dispuesto en el numeral I del artículo 6 de la Ley No.38 de 3l dejulio de 2000. "Quc

aprueba el Estatuto Orgánico de la Procuraduría de la Administración. regula el Procedimiento
Administrativo General y dicta disposiciones especiales", damos respuesta a su Nota MICI-DM-
N-No.-[ I l0]-2023 de 28 de diciembre de 2023, mediante la cual eleva consulta a este Despacho.

en el siguiente lenor:

L ¿L'uál seríu el procedintiento udmin¡slrutiNo que debe reulízar o cumplir
el Llinislerio de Comercio e Induslrids, el Minis¡erio tl¿ Antbienle u otu
Entidud del Gobierno de la Repúblicu de Panamá. respccto u lus ne<lidus
precuu¡oricts purq estublecer un Plqn de Prescrveción y Gestión Se¡itu'u

en la Minu Cobrc Panumá? o, en olras palabrus. ¿,Quú aclos
adminislrdt¡vos deberún expedirse o cumplirse puru garunli:ar a lu
pohlucitin un umbienle sdno ! libre de c'ontu inución, mientrus t;e elaboru
el Plun de Cierre Ot'<lenudo y Final de lu Minu de Cobre Panuná?

. ¿.Consullumos la opinión jurídic'u de la Procuraduriu de lu
Adnínistración respecto a quién debe usumir los coslos ecc¡nómicos d¿ un

Plan de Preseruación, y Gestión Se¿¡uru en lu llfina de Cobre Ponunú
requcritla pura Earuntizar lu estubilidad .fisica ¡' químicu de bs
ecosislemus utnbienlales y eslructurules, c<tmo .fase lemporul hacia al
Plun de Cierre Ordenudo y Final de lu Minu de Cobre Panumál'

. En utancirin d la anulación de h Ley 106 de 2023, conlenliva .lcl L'or rLtÍo

de concesión minerd enlre el Estodo y la sociedud Mincra Punumá, S.A.

¿Cuúl sería lu obligución legul o no que ittcumbe a la empresu Mineru
Panamá,5.,4. respecto a mdnlener vigenle l(t Fianza de Cnnpliniento
(Anhiental) No. FIC'UGO-1396, expedida por lnteramericana da F-ianzus

.r' §cgarzs, 5.,,1. por un Línite lufurino de Responsubilidud de USD
I ()¿1,21(1,000.00 nilktnes de clólares, a.fin cle gurantizur al lllittisterio de
Atnbicntc ¡: a la Conlruktríu Generul de lu Repúblicu lq alendón u los
Posibles Pusilos .ltnbienteles que se presenten durqnte lu Fuse dc
Opcrución, Fuse de ('ierre ), Posl Cierre o por Cuusu hnprcvístu del
Pro¡'ecto denominu<lo Mina de Cobre de Pananá, «»trt»ue al urticukt 1,

)
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numeral h, de lu Resolución DIERO IAl2l0-ll del 28 de diciembre de
201 1, posterior ul díu 07 de marzo de 2021. En cuso u/irmutivu, ¿L'uál
sería el plazo ninitno de renovacirin u exigir a Minera Pununá, 5.,4. para
nutúener vigenle diclto instt'umento qnthientul? "

comDronrisos ambien tales eslablecidos en el descrito Estudio de Impac lo Ambiental \'. en sencral.
!-n el ordcnanricnto iurídico Danamcño (leves. dccrclo s eiecutivos y res()luciones ministeriales).
para así Sarantizar a la población nacional, un ámbicnte sano y libre de contaminación. ntientr¿rs
se elabora cl l)lan de Cierre Ordenado y liinal de la Mina de Cobrc Panamá; lo anterior. cn
observancia del Texto Unico de la Ley General de Ambiente. del l:studio de Impaclo Arnbicntal
aDrobado oor la Resolución I)lFnRA IA-1210-2011 de 28 dc diciernbre de 20ll y sus
nroditicaciones. del Decreto Eiecutivo No.57 de 2004. del Decreto Il ccutivo No. 123 dc 2(X)9
(Subrouado). del Decreto Eieculivo No.l de 202 vde la Resolución No.AG-0347-2013 de 27 deJ
mavo de 2013, instrumentos és1os vigentes

Impacto Ambiental. anrobado mediante la Resolución I)IEORA IA-1210-201I de 28 de dicicnrbre
de l0l l

En cuanto a su tercera y última interrogante, esta Procuraduría es del criterio juridico. que a la
cnrpresa Mincra I'anamá. S.A. lt: corresponde la oblieación de mantener vifiente la Fianza de
('umplinricnto (Anrbiental) No.FICUGO- I 396 , expedida por Interamericana de Fianzas y Seguros.
S.A.. a lávor del Ministerio de Ambiente y la Contraloría General de la República. actualmente
con un Límite Máximo de Responsabilidad de US$ 108,210.000.00 millones de dólares, a lin de
garantizar la atención de los posibles pasivos ambientales que se presenten duranle la I'ase de
operación. Iase de cierre y post cierre, o por cualquier causa imprevista del proyecto denominado
Mina de Cobre Panamá. con Dos terioridad al día 07 de marzo de 202 con un Dlazo mínimo de.l
cinco (-5 ) arios. habida cuenta quc "/a tlurantía f¡nunc'ieru ¡endrú quc scr rcvi.suda. ucltruliLttlu t

budu t'udu tinct¡ (5) años por la uuloridud L'omDelenle v dchcrú huttrse de corutt itnitntt¡
ptiblico". confbnne al artículo 4, numeral h. de la Resolución DIEORA IA-1210-201t de 28 de
diciembre de 201 I .

Es importante en primera instancia indicar, que las respuestas brindadas a través de la presente
consulta. no constituyen un pronunciamiento de lbndo. o un criterio legal concluyente" que
determine una posición vinculanle, en cuanto a lo consultado.

Esta Procuraduría, basada en el estudio y análisis pormenorizado respecto al tema objelo de su
consuha. en relación con la primera interrogante, considera que el Ministerio de Ambiente debe
expedir o cumplir con todos los actos administrativos de su competencia. que sean necesarios para
la aplicación del Anexo XLI "Plan de Recuoeración Ambiental v de Abandono". contenido en el
Estudio de lnrpacto Ambiental aprobado. mediante la Resolución DIEORA IA-1210-2011 y sus
modificaciones. asi como para el cumplimiento de todas y cada una de las obli,¿aciones v

Respecto a su segunda interrogante este Despacho estima, que corresponde a la empresa Minera
Panamá. S.A.. como presunto sujeto activo de potenciales riesqos de daño ambiental. asumir los
costos econónricos de un PIan de Preservación y Gestión Segura en la Mina Cobre Pananrá.
requeridos para garantizar la estabilidad l'ísica y química de los ecosisfemas ambientales y'

estructurales. como f-ase tenrporal hacia el Plan de Cierre Ordenado y Final de la Mina de Cobre
Panamá. en viñud de lo dispuesto en los artículos 2 (nurneral 65). 103. 104 v I I I del 'fexto Unico
de la Ley General de Ambiente. el artículo I l5 del Códieo de Recursos Minerales .v el Estudio de



Nota C-015 -24
Página 3

Sustento jurídico de la Procuraduría de la Adrninistración:

I. Del Principio de Legalidad.

El principio juridico de legalidad, implica la aplicación de limites a los poderes del Estado. al
sustentar que tales poderes, deben ejercerse en estricto cumplimiento de lo permitido en el derecho
positivo.

Dicho principio de legalidad, está contemplado en el artículo l8 de la Constitución Política de la
República de Panamá. y en e[ articulo 34 de la Ley No.38 de 3l dejulio de 2000. "Que aprueba el
Estatuto Orgánico de la Procuraduría de la Administración, regula el Procedimiento Administratir o
General y dicta disposiciones especiales". que a la letra enuncian:

'A iculo 18. Los parlicularcs solo son responsables anle las autoridades por
itrJiu<'c'ión de la Constitución o de la Ley.

Los saryi¿lores públicos kt lion por esd:j mismas c,uusus 1t lambién por
ex¡rulitnilución delünciottes o por omisión en el ejartit.io de éstus."

"Artículo 34. Las actuaciones administrativas en todas las entidudes públicas
se qfictuarán con arreglo a nonnqs de inlbnnulidad, impurcialidud,
uttifi»nidad, economía, celeridud y eficacia, garuntizundo la reali:oción
oporlwtu de la función administrativa, sin nenoscubo del debido proceso
legul, tttn objetividad y con apegt al principio de estricta legalidad. ..."
(Lo resaltado es nuestro)

[]ste principio de dcrecho público conslituye el lundamento en virtud del cual todos los actos
a«lministrativos deben estar sometidos a las leyes; contbrme al cual todo ejercicio de un poder
público debe realizarse acorde a la ley vigente y su jurisprudencia. En otras palabras, el sen.idor
público sólo puede hacer lo que la ley le permitar.

[:n adición a lo anterior. debe manilbstarse que la Sala Tercera de lo Contencioso Adlninisrratiro
y Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en Sentencia de 8 de julio de 2009. anle consulta
contencioso administrativa de interpretación prejudicial (Exp.l7-2007), ha exteriorizado que el
principio de legalidad no solo involucra un estricto apego al contenido literal del precepto j urídico.
sino que entrevé Ia posibilidad de atender al sistema juridico. en interés de la protección de los
derechos tündanrentales de los administrados. tal cual se razona a continuación:

"l'lat (u¿lo en nuestro urgot colidiüno, lo que se bustu c,on lu co¡tsidcruc,ititt
dal principio de legalitlad cs, por una pqrte, que cscttc.iulnente las entidutlas
cstululcs o de Dereclp Púhlico, t'unplan su,s rt¡le¡ en esfi.itto apego o lus
<li:¡tttsit'ioncs legules vigenlcs ul liempo en que se cncucnlren cn Iq necesi(lud
da pxlarir un uclo, yu seu, udninistrutiv<t o jt«liciul, pent que si en dutht c,uso
tu¡ kt lticicren en ese estricto.lcreL,lto debido, al ment¡s seu de lu muneru mús
venlujosu o menos lesiva posible paru el administrarh), sienpre quc cstc

1 ... sc puede conclttit' .lue la.linutidad del princ¡pio de estr¡cta legolitluLl, es gut'unti:ü Ere lu uuuuc,ión de lus
uutttt idodes ¡túblictts se sujete o un conjunlo de reglas ¡, nornas preyidncntc cstublecidas, da _lornd t.tl clue se er'¡te
toclu urbitruricdutl o ubuso de poder que puedu ufettar a los ddÍt¡nistra(los" . Sentencia de 24 de septiembre de 2020
de la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo y Laboral de la Cone Suprema de Jusr¡cia de Panamá.
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tillinto huh¡are uctuudo de bucnu li ¡'; gtr la otru, quc ul octuarse en c lidad
de udminíslradores de la cosa públics )t de su recurso hunruno r¡ ct¡mt¡
ulnini¡trudo'as dc ¡usticiq. se procure resguardur ul mdximo posible el
derecho que tienen, tunto kts funcionurios púhlicos, cono I¡¡s usuurit¡s del
sistctttu, ask¡ es, u la tutelu judiciol efectivu de sus derechos."
(Lo resaltado es nuestro)

Se desprende así. con meridana claridad. que los actos administrativos que en el ejercicio de sus
lunciones. emitan los servidores públicos, deben limitarse a lo permitido por la ley y, en eslricto
cumplimiento del mandato constitucional; tal comportamiento, revestirá y asegurará que el acto
emitido sc presuma igualmente legal.

II. Del I'rincipio de Debido Proceso

El debido proceso se encuentra consagrado en el articulo 32 de la Constitución Política de la
República de Panamá, como principio fundamental para la protección de los derechos individuales,
frente al cjercicio arbitrario del poder estatal, obligando a la administración a respetar las garanlías
y fbrmalidades que integran el proceso legal, al señ alar que"nadie serú.¡uzgudo, sino por autoridud
contpctenle y conJbrme a k¡s lrámites lcgules ...".

En este mismo orden de ideas, el Pleno de la Cofe Suprema de Justicia. en Sentencia de 4 de mayo
de 2015. liente a una acción de amparo de garantías constitucionales (Exp.936-13). reconoce al
debido proceso como institución de garantía para el individuo, en los términos seguidanrente
expuestos:

"... lu guranliu del debido proceso consa¡4rudu cn el articub 32 de la
Coustitrrc'iórt cornprendc tres darccltos, u sqber, el derecho a ser juzgutlo por
uuloridad compelenle; el derccho a ser juzgado conforme u hx trúmites
legales pe inentes,. y el dcrecho u no ser ju;gudo más de unu vcz pot- und
mismd cdutLt penul, policiva o discíplinaria.

Es de lugar resullar que la Convención Americana de Derechos Hwnuno*
rutilicu<lu por la República de Punamá mediante Ley No.15 de 2U dc octubre
de 1977 e inlegrunte del Bkryue de lo Conslitucionulidad, desurxllu en el
urlicuk¡ 8, lu garuntía del dcbido proceso de la siguiente maneru:

Artículo 8. Gurantias Judiciales
" 1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantíos f dentro
de un plozo ¡azonable, por un juez o tribunal competente, in<lapendiente e
inrpurcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustcntución de
cualquier acusación penal.formuluda contra ellq, o para le detennin.tción de
sus derechos y obligaciones de orden civil, luboral,./iscal o de cuulquicr otro
t'arúcler."

En.eslc punlo lambién es de lugor hacer mención al procesalista JORGE
FABREGA que destaca, en sus "lnslituciones de Derecho Procesul Civil" que
la jurisprudencia ha llenado de contenido la garantía del debido pntceso.
inlegrado por los derechos que se indican q conlinuación;
l. Derecho a la jurisdicción, que cons¡ste en el derecht¡ u la tutelct

con§filucionql.
2. Derecho al Juez natural.
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Dcrcclrc¡ a scr oído.
Ttibunal competente, predelerminado en la le),, indaryndienle e

impurcial.
Deredo a uportur pruebus licitus, relut'ionudus ct»t el obieto del
pro.'eso, ),de conlrudecir las uportadus por Iq otru purle o por el.juaz.
Fucullad de hucer uso de los medios de impugnución previslos en lo
ley cttntra resoluciones ¡udicial$ mot¡vu.lu!;.
Respeto a lu cosu jwgudu.

Es usi ct»tto el debído proceso estd consliluido por una serie de eletnentos

dirigidos u asesurqr la el¡lctiva o udecuada dqÍenss de las purtes en el tttismo.

A esbs elementos procesales se refiere el Doctor Arturo Ho¡-os en su obru
sobre el debido p<tceso, al irulicur que:

"si se violo ulguno de dichos elementos de lal monero que se ufecle la
posibilidad de las personas de defender efectivumenle sus derechos (¡u seu

por ioluck)n del dcrecho a scr oi<*¡: por.fáltu de la debidu ,totilicución,
uusenciu dc bilateralidud, o contru.licc¡ón del derecho a apoflar pruebus; de
lo po;ibilitlud de hacer uso de medio de impugnación ttntrq resoluc'í(»tes
judicíules; .fellq tulul cle molivución de éslus: lrdmitución de procesos tro
reguludos nrcdianle le¡,: preler ¡sión de uno instunciu: seguirse un lrúmile
(listinto ul previsto en lo le! -proceso mon¡lorio en ,"e: dc uno otzlituri¡t:
cjecttciótt de senÍenciu en vez de yoceso e¡cculi\o: notílicucititt por eclicto

c'uuru)o dcbe ser pe»ional; sentcnciu qrbitrariu quc, por ejcm¡tlo, des«nocc lu
cosaj u:¡4uda naleriul-) ante tribunol compeÍenle. h sanckin coffespondiente
serd la nulidad consl¡tucional" (HOI'OS, .lrtun¡. El debid<t pxx'eso. Editr»'iul
Icr,¡is. §1., Suntu Fé dc Bogotú, 1995. púgs.ll9-901."
( Lo resahado es nuestro)

De lo arriba transcrito. se puede observar que la noción de debido proceso, implica el cumplimiento
de dil ersas garantias que resultan esenciales para que la causa anibe a una solución objetiva. tales

como el dcrecho de def'ensa y la igualdad en la ley y ante Ia ley (igualdad fbrmal). Comprende

clementos concemientes a la autoridad (uez regular. competencia, imparcialidad). al

procedim¡enlo (derecho a defensa, contradicción, etapas preestablecidas, delimitadas y

concadenadas. doble instancia) y a la eficacia (cosa juzgada), en el entendido que los mismos son

susceptibles de sufrir adecuaciones en su alcance confbmle la naturaleza el negocio. puesto que

abarca la amplia índole de procesos existentes. En general. examina toda aquella garanlía que

pudiera tener incidencia en el desarrollo y resultado del negocio. y cuya vulneración podría acarrear

causales de nulidad2.

"Artículo 36. Ningún aclo pod i emilirse o celebrarse con infrucción de una
normajurídico vigente, uunque éste provengu de la misma auloridqd quc.1i.le
¡¡ celebre cl acto respectivo. Ninguna autoridad podrci celebrur o cmitir wt
uclo pdru al cual carezca de compelenc¡at de acuerclo con lu ley o kts
reglamenlos."
(El resaltado es nuestro).

1 *Hu tlich¡t ese Tribunul que Debido Proccso'es el tlerecho que tienen todqs los hubitantes cle lu República u que se

upliqrcn lus lavas de procediniento correspondientes y conforme u éstas se les brinde la oportunidud de lelensa.t'
cotltddicción". Auto de 29 de octubre de 1984 del Pleno de la Corte Suprema de Justicia de Panamá.

3
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"A ículo 201. Los siguientcs lérminos utilizedos en esta Le), y su\
reglunenlos, dcben ser enlendidt¡s conforme esle glosario:

31. Debido proceso legol. Cumplimiento de los requisitos conslituciulalcs
y legeles cn materia de procedimienb, que incluye los presuputskts
señalados en el qrlículo 32 de la Const¡tución Polílicu: el derecho u ser
juz4ado conforme a los trdmifes legales (dar el derecho u audienciu o
ser oído u las partes interesadas, el derecho a recurrir) y el derecho u
no ser juzgado más de una vez por lu misma cuusu penal, policivu,
disc ipl inaria o adm i n is t rat iva. "

(El resaltado es nuestro)

Ahora bien, en el ámbito administrativo. Ios artículos 36 y 201, numeral 31. de la Ley No.38 de 3l
de.iutio de 2000, en su condición de lex generalis. en concordancia con el Texto Fundamental y Ia
jurisprudencia nacional. abordan el debido proceso como una garantía jurídica confbrme Ia cual.
ningún acto administralivo puede realizarse en detrimenlo de ta norma jurídica. en cuanto. entrc
otros. a la compelencia de la autoridad administrativa y a los lrámites realizados.

ll¡. De la Constitución Política de Panamá.

l.a constitución Política de la República de Panamá. contempla dos aspectos esenciales en el
desarrollo de la presente consulta, y que resultan obligante su atención, a saber:
l. La conservación del medio ambiente (artículos I I 8 y I 19, Capítulo 7" " Régimen Ec.okigico"

del Título lll " Derechos y Deberes Individuales y Sociales"); y.
2. La propiedad de los recursos minerales (artículo 257, Capítulo lo "Bienes y Derechos tlel

Estodo" del Títuto IX " Lu Hacienda Pública").

"Arlículo I 18. Es deber.linduncntul del Estudo gtrant¡zar qu¿ lu poblttción
\'¡\'u tn un ambienle sano ¡: libre de conluminución, en doncle el oire. el oguu
¡'kts ulimentos sutisfugon kts requerimientos del desaffolb udecuotlo de la
t'itlu humanu.

A iculo119.El Esta<lo y lo<los los habi¡qntes del terrik.¡rí<¡ nucional tienenel
deher de propic'ior un desurrolk¡ social y e«nómico que prevengo lu
conlaminación del ambient¿, montenga el equilibrio e« <igicr.t y eeite la
desu'ucción de Ios ecosistemas."
(El resaltado es nuestro)

En los preceptos ul supro, se distingue el derecho ciudadano a disliutar de un ¡nedio ambiente satro
r lible dc contarlrinaciór.l , con el correlativo deber estatal de garantizarlo. así como el pl'lr'rcrpr() de
prccauc iirn en rlatcria anttricntall.

Respecto al ntedio ambiente. nuestra Máxima Corporación de Justicia. en Sentencia de 6 de enero
dc 2020. fiente a acción de inconstitucionalidad, expediente 1075-18, afirmó que la obligacitin
ambir:ntal del Estado. desde sus vertientes de conservación o protección y de prevcnción, encuenlra

1".. encl pr in. ip ¡o dc precoución se j ustrficct lu intenenc ión tle lu uutoridqd, a fin de obtener lu protecc¡ón .lel ta.lio
«nhiute t' lu solud públicu.[rente u groves c/ectaciones potenc¡ules, siendolact¡ble dispensur puru ello una üetli(lu
L'uulalur de stspctrsión provisionul del acto cu),o em¡sión origina lo uuena:a o peligro tle lo ocurranciu de wt daño
qtc inplique lQ cotttu inación del uubiente, lu tlestrucción de los ecosisteuus, o lt) afectación Lle lo sul d da Iq
ythlución" . Sentencia de 6 de abril de 2009 de¡ Pleno de la Corte Suprema de Justicia de panamá.
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amparo dentro del derecho internacional en el Protocolo Adicional a la Convención Americana
sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Protocolo
de San Salvador). aprobada por la Ley No.2l de 22 de octubre de 1992{.

"Como queda visto, las medidas que busca cumplir la Ley... guurdun sintoníu
«tn unu serie de propósitos que coneclan con el régimen de obliguciones
umbien¡ales que consagra Iu Consritucil)n y que se derivun del derecho a un
utnbiente sano.

Res¡taclo u csle deret'ht¡, cstq Ct¡rle reileru k¡ dicht¡ u lt'ut'l¡ de los.filk» de
t,eínticuutt'o (21) de ftbrex¡ ¡t diecisieta (171 de novianbrc de dos mil diez
(2010), ett k» que se esluhlecki que elderec'ho a un anbianle sutlo que ra«)gt
lu ('t»tstitttt'i<ltt es nt derccln.fundumentul e\-¡gible quc pnrle4t los distintori
eleüanlos )'io compotte¡tlcs de la naturulczu. En.fálb dc siele (7) de .licicmhrc
de Lk¡s ntil diecisiete (2017) se precisu, *lemás, que; "el arlículo ll8 de lu
Constifución en su reducción garanliza el derecho o un ombienle sano como
derecho funtlumenlal l: humano en cuanto se integra pot el urtícukt I I tlcl
Ptolocolo Atlicionul a la Convención Americana sobre Derechos Humunos
en male o de Dercchos Eeonómicos, Sociales ¡'Cullurules (Le! 2l dc 22 de
oc¡uhre de 1992), el cuul recottoce quc "todd personu licna tlerct'lto o t'ivir.tt
ttt u»thiüle suno".

En la scntenciu de sie¡e (7) de diciembre de dos mil diecisiete (2017), tambiin
se dijo que en su vertienle de protección positiva, el derecho a un ambienle
surut "supone que lus auktridades públicos tienen Ia obligución de gurunlizar
un amb¡cnte sano y libre de contaminación (art. 118), usí como el deher de
propiciur un desarrollo social y económico que prevengq lq contqminuciótt,
muntengu el equilibrb ecol[)g¡co y eeile lu deslrucción de k)s ecosistemqs (arl.

I 19 )',.

Cabe señalur que confi 'ne a estas obligucbnes, lo Constilución impone o los
auloridodes públicus la responsabilidad de prevenir medionte acciones
concretos, lu realizución de aclividddes que puedan poner en riesgt¡, u crur0
cluñur cl esladr.¡ de k¡s sislemas ndturules, Entre las qc'c'iottcs de pret'ención,
cttrresporulc al Esta.lo reglamentar, ./iscalizdr )' aplicat opo unamente las
medidus neusu¡its pora garunlizat el uso roc'ional de k¡s recu'sos, <le nuneru
quc sc evite su depredución r- se asegurc su presertución, renowción ¡
permonencia (qrt. I 20)."
(El resaltado es nuestro)

Con anterioridad, en torno al artículo 119 de la Carta Magna, igualmente el Pleno de la Corte
Suprenra de Justicia. en Sentencia de 24 de f'ebrero de 2010, fiente a amparo de garantías
constilt¡cionales, expediente 910-08. exteriorizó que el principio constitucional de precauciirn
ambicntal tiene también trascendencia en el ámbito supranacional. citando la Declaración de Rkr
sobrc cl Medio Ambiente y el Desarrollo de 1992, enfatizando la posibilidad de su uso como
herranricnla para prevenir daños al medio ambiente.

"3. El nrinciob de nrecaucitin como criterio de evaluación cautelar untc k¡s

I Publ¡cada en la Gaceta Oficial No.22152 de 27 de octubre de 1992.

ttlitt¡.¡ quy unetuLt,tt lu .¡t ud púhlit'tt -t t'l unhicnlc.



Nota C-015 -24
Página 8

El arlícuk¡ 118 de la Conslilución, que protege el derecho hwnano u un
q 1h¡enle seno, y que fuera inv)cado cotno derecho violado por kts urnparislas,
guurdu estrecha relación con el a ículo 119 de la Carla Fundamental, que
consug¡o el p¡incipio de prectución. El contenido de dicho principio hu sido
delinitu<lo jurisprudencialmente mediante Auto de 21 de noviembre de 2008,
ct»t cl cual la Salu Tercera suspendió pnttisionalnente un contrqto peru lu
arlrucciótt de minerales rut netúlicos en áreqs de nunglur, en los siguientes

"Detúro de eslas apreciack)n¿s de cará(ter cqutelar la Sala eslinta ncc¿surio
lunur en cuenlq, al igual que b ha hecho en circunsluncias símilares, el
llumudo principio de precaución que, adenás, de contar con erpreso
reLo,tocinienlo consli¡ucbnul constituye un princ'ipüt d¿ derecho umbientul
intenuck»nl.

En ltt que locu a la constiluciunlización del princip¡o dc prccaución es preciso
deslot'ur el conlenido del artículo 119 de la Cartd Politicu que reconoc'e el
daher <lel Estado y de lodos kts habitqntes del lerriktrio nacional de prupic iur
un desurrollo sociql y económico: "que prevenga la contqminación del
dnbienle, munlenga el equilibrio ecológico y evile la destrucción de k¡s
ect¡sislemas".

En seguimienlo de la direclivu conslilucionul «trtsugrada en el citq¡o
praccplo, nueslro puís ucogió cl principio de precuución en el ámbito de lu
pt't,lecL'ión ambienlal, ul suscribir, la Declaración de Rio, adoptoda en h
Confercncia de la Naciones Unidas sobre el Medio Ambienle y el Desoruollo
(1992.¡, en los siguienles términos:

uhsolulu ,to deberú ulili1arse tomo ¡uzón Dor., lrostetxut kt udonción dr
me idos ¿l¡cut¿s en funciún .l¿ ltrs Doru imDedir lu desradudó,t tlLl

En el dcrecho ínternacional, purlicularmente a pdrlir de bs años 70 del sigkt
pusudo, se .lúe forjand<t y consolidando el conten¡do del princípio da
precuuc'íón como criterio hermenéutic<¡ vólido puru jusli/itur lq intervanción
de lu uuloridad en punto a oblener la prolección del medb ambiente y lu :;alud
públicu.fi'ente a graves fbclucknes pofenciales que, uunque no cuenten con
ccrta:u c'ientífca absolutu al momenlo de evaluarlas, Ia naturaleza espe<,iul dc
kts hianes posiblemente ufeclados, justif¡ca que unta un principio de prueba
cicntilicu se dispense lq prolecL'ión cqutelar.

Lu Sulu aprovecha lo oportunidad para reaJinnur qua el princ.ipio tle
prec'uución represenla und herrLtmienta inlerpretatiyu vúlida y e/icu: en
nuaslro ordenamienlo puru el ejercício de la pestud cautelar en su
uaniletucñn de prolección del ambiente ¡, la salutl pública cuando se
<t »rli gure n k» sigu¡ent e s e I enent os :
. Exista lu tazonable omenaza o peligro de lu ocurrancia de un duño quc

inplique la conlaminución del ambiente. la destrucción de htri
ecosislemas. o lu ofectución de la salud de lo población.

. Que el daño qua se pratendq prccarer scLt irreyersible o ¿lc ut.t
gruvetlad que aunque rcporable rcsulte diJicultosa o prolonguda.

" 15. ('u el .lin de prolagt:r cl tnedio umbienta. lt¡,s Estudt¡s deberún u¡tlicur
ut pl¡umanle el criler¡o dr: praLtutción conli»ue u sus cupuLidutles. Cttuttlo
h(w oeligro de duito sruv¿ o i¡rev¿rsible. h fitltu e cerleza cie ilitu
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Qur e.y¡slu tttt princ'ipio da Larle;u ucarcu del pclignt que itnpliL'u el
duito que se pratende prevenir, ounque no ¿xislu utru pruehu ciqttílicu
uhsolula del nismo."

En ese mismo sentido. el Pleno reconoce corno priorilaria ¡t urgente la
aplícucititr del principio de precaución en aquelbs cesos en los que la selud
públicu y el ambienle se encuenlren umenqzados, y eslíma que, en efeclo, kts
dereclx¡s lumanos de segtmda generación consagrados en el Capítulo yl
(Salud, Seguridad Social y Asislencia Sociul), así conn los de lercera
generacíón consagruelos en elCapítukt VII (Réginen Ecol(tgico) del Títukt lll
(Derechos y Deberes lndividuales y Sociales) de ld Constitución, son
susceplibles de tutela por vía de ampuro, en vittud delyu menc¡onado pr¡nc¡pkt

JiNor l¡berlatis o in dubio pro libertate, consagrudo en el párrafo segundo <lel

articulo l7t de la Constitución."
(El resaltado es nuestro)

lil concepto de derecho precautorio consta en Sentencia de 6 de abril de 2009. de la Sala'I-ercera
de lo Contencioso Administrativo y Laboral de la Corte Suprema de Justicia. denlro de acción de

nulidad. expediente 25-09, en la cual señala:

"... cabe citar los comentarios realizados por el Profesor Xabier Gómez Sanz.
profesor titular de Derecho lntemacional Público de la Universidad Pornpeu i

Fabra de Barcelona y responsable del lnstilut de Recerca i Tecnología
Agroalimentárie. en su articulo "Seguridad Alimentaria y Derecho de

Consumo (Deberes de Protección del Estado y Principio de Precaución)",
publicado en el Manual de Formación Continuada 26 de la Escuela Jud¡cial del
Consejo Ceneral del Poder Judicial de España. con el título El Principio de

Precaución y su Proyccción en el Derecho Administrativo Español:

"El principio de precaución se ha definido como un enfoque de gestión de los
riesgos que se ejerce en una situaciórr de <<incerlidumbre científica>>. ¡qgg

ialmenleC il I'r
sin atender o esperar a los resultados de una investigación científica más o
menos acc'plados cornúnmente. Por consiguiente. el principio de precaución no
puede ser concebido. sin más, como una norrna de actuación de los poderes
públicos en ámbitos de inceñidumbre cientifica. El principio no determina cuál
debe ser el resultado de una decisión de conformidad con la cual se autoriza o
se prohíbe determinada actividad.
(...)

Una l(rgica bien dist¡nta rige para la precaución. BI principio de precaucitin g¡

un parámetro de racionalidad dccisoria en aquqllos ámb¡tos en los q[!q !!§
autores de la norma no pueden prever todas las conlingencias locales en un

conte\lo detemlinado de referencia y la ciencia no proporciona. con rnás

frecuencia de lo qLre cabe suponer. los elementos necesarios Dara tomar una
decisión en un sent¡do o en otro La clave de la precaución es. entonces. la
incertidumbre.
(...)

I El pánafo segundo del aniculo l7 de la Constitución Politica enuncia:
" Arlícuh, 17. ...
Los derechos ¡' guruntíus que consagra esta Constilución, deben considerarse como míni tos t' no .\clq,enl¿s de
olros que ¡ncidan sobre los tlerechos fundumentales y la dignidad de lo persona."
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En un contexto de discusión cientítica, el poder público debe tomar partido si
quiere implemenlar una medida que afronte los riesgos afirmados por unos pero
ncgados por otros. El principio de precaución implica un debilitamiento de la
resla enunciada en el sentido de rebaiar el qrado de certeza oue debe demostrar
el ooder oúblico sobre las Dremisas fáct icas en que se basa la nledida. Y tal

deriva del de im ancra Inaxrma ue tienen los bi
intcreses que Dretenden Drote[erse.

El principio de precaución supone, por tanto. una regla de juicio en el ámbito
del principio de proporcionalidad que podría expresarse del siguiente modo:

<<Cuánto mavor sqa la impoía¡qbde los bienes e intereses protegidos por la
nrcdida. el umbral de cerleza de las oremi sas fáclicas es menos intenso>>,

Por consiguiente, el poder público, único destinatario del principio de
precaución. dispone una prerrogaliva de estimación de la realidad que conduce
a una libertad de configuración normativa de la misma.
(... )

l,a precaución no es un fin en sí misma, el fin es la protección de determinados
intereses sociales fundamentales como Ia protección de la salud. el medio
ambienle o los consumidores: lo único oue hace es habilitar medios
proccdirnientos. pero en ningún caso imooner fines al legislador o a la
Administración

Pero la precaució:r impone al Estado una nonna de conducta: deberes de'

protección. es decir, le impone el deber de adoptar cieñas med¡das para ev¡tar
riesgos luturos que puedan atentar contra la salud e intecridad fisica. el nredio
arnbicnte. etc." (pp. 337. 341.344 y 3461 el resalto es nuestro)"

Por su parte. y con relación a la propiedad de los recursos minerales. la Constitución Política de la
República de Panamá. en los numerales 5 y 6 de su artículo 257. dispone que los minerales
pertenecen a la Nación y que no son susceptibles de apropiación privada, salvo que medie
concesión o contrato de usufructo6 expedido conforme al ordenamiento jurídico nacional.

"Artículo 257. Perlenccctt ul listudo

Lus riquezus del subsuelo, que podrán ser explotqdq:i por empresos
estatales o m¡xtas o ser objeto de concesit»tes o L'onlrulos put'u :iu
axplotación según lu Ley.
Las sulinas, lus minas, las uguas subterráneus v lerrnules, depósitos de
hidroc'arburos, los canteros ! los locimientos de lodo clase que no
podrán ser objelo de upropiación privada, pcro podrún ser explotudos
direcldmente por el Esl«lo, mediante empresds cslaloles o mixtas, o ser
objeto de concesión u ottos conlrulos poto su explotaci.jn. por
empresas priwdas. La Lc¡, reglamenlurá todo b concerniente a lds
distinlas -fornus da cxpktlaci<in seituladus en $lc ord¡nql.

(El resaltado es nuestro)

-j

ó

" Cti. artículo 2 del Código de Recursos Minerales.
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En tal sentido el Pleno de la Cofe Suprema de Justicia se pronunció. en Sentencia de l8 de julio
de 201 I, en amparo de garantías constitucionales, expediente 376-09, al recalcar los instrumentos
jurídicos del ordenamiento nacional en los cuales se confinna la propiedad de Ios recursos
nacionales ubicados dentro de la República de Panamá.

"... el arlícuk¡ 257 de la Constitución Política ¿stublece en su numerul 6", que
lus minus ¡, yacimientos de bda clas¿ pertenecen al Eslado ¡, r7o pod¡¿n ss¡
objeto <le apropiación privuda. Asimism¡¡, el o¡tículo 254 del Código Fiscal
expreso en su numeral 1", que lus minas y los yacimientos de kx.lu clus¿

lErtenccen ul Eslado, con lus limi¡aciones estublccidus en la Constilut,ítin; ¡,
cl nume¡al 2 del artículo 329 del Cótligo Civil, incluye a las minas dentro de
la culegoríu de hienes de dominio público.

Finulmcnte, cl artículo 2 del Cótligo de Recu¡sos Mineroles, que es el
conjutto de rlonnqs especiulcs que rigen lu uc,tividu.l minera en nuestro puís,
dispone quc "Los yacimientos minemles de hda clase existenles en todo el
lerrítu'io de la Rcpúhlicu de Panu¡ná son propiedad del Estutlo, ct»t las
limitucionet; que la Constitucíón estublece".

Del conlenido de todas eslas normas se infi.ere que, en nuestro ordenumiento
juri<lico, las minas o la actividad ninera en generul eslá sometida u un r¿gimen
jurídico especial, que tiene como.fundamento precepfos de rungo
constilucional, desarrollados a su yez por nwnerosas disposiciones legules y
reglqmenturias.

En «:nsecuencia, lcts minas son bienes que peftenecen al Estado quian, en su
condición de propietario, pucde explolarlcrs en.fitrma directa u olorgurlus en
concesión u purticulares, mediante el pqgo de k¡s derechos que estublcce la
Le¡'. "
(El resaltado es nuestro)

Visto lo anterior, las formas de explotación a que se refiere el artículo257 de la Carta Fundamental.
en virtud del principio de reserva legalT, estiln reguladas en el código de Recursos Minerales. a
saber. Decreto Ley No.23 de 22 de agosto de 1963, como norrna general. y en la Ley No.l09 de 8
de octubre de 1973, "Por lu cual :ie regl(tmenttt lo exphración )) explotación de ntinerulcs no
nrclúlictt.t ulilizados «¡mo materiales de consfrucción, cerámicos, rcf¿ctorios y metalúrgicos".
como norma especial.

¡V. l)e las fuentes de Derecho Amhiental Internacional.

El Derecho Ambiental constituye el "conjunÍo de principios y norrnus .iurídicas que ragulun lu.t
conducltts lunlo individuules como coleclivas, que inciden en el umbienle"t, y cuyos primeros
antecedcntes se atribuyen a acuerdos aislados sobre derechos de pesca.

1"... ctnliane el pri,lc¡P¡o de reservu legal, dontle el Constitq,ente le otorga al legisludor pLttr¡o lo./¿tcultu(l ¿e
estublacar natliunte le¡'lo «tnterniente al dcsurrolb de eso función astqtul mediante disposiciones legale.ri', Sentencia
de 27 de diciembre de 20 l2 del Pleno de la Corte Suprema de Justicia.
3 Benavides Pinilla, Victor Leonel. "Jurisprudencia Panameña en Materia Ambiental". Jornada de Derecho Amb¡ental
) Justicia Órgano Judicial y la Oficina Regional para América Latina y el Ca¡ibe del Programa de Nacio¡es Unidas
para el Medio Arnbiente. 20 y 2l de agosto de 2009.
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Su desanollo ocurre en lbrma gradual, como consecuencia del surgimiento de una creciente
conciencia ambiental de los daños ocasionados a diversos componentes de la naturaleza (fhuna,
flora. aire. aguas). así como posteriorrnente de sus repercusiones sobre la vida humana. De manera
ilustrativa, se refiere una de las primeras iniciativas, la faltida Convención de Londres de 1900,
concemiente a la protección de la vida silvestre africana ante la colonización occidental, la cual no
logró entrar en vigor al no alcanzar el mínimo de partes; distinto ocurrió décadas después, cuando
surge el Convenio de Londres de 1933, relativo a la conservación de la fauna y la flora en su estado
natural.

Con la fundación de la Organización de Naciones Unidas (ONU) en 1945. inicia un proceso de
creación de consenso y lbrmulación de múltiples acuerdos a diferentes escalas para la proteccirin
del medio ambiente. En 1972, realíza la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio
Ambiente Humano en Estocolmo, Suecia. que lue la primera ref-erida primordialmente a temas
ambientales. tales como contaminación, protección de los recursos y cambio ambiental. en la cual
se alcanzaron, enlre otros. los resultados siguientes:
L Creación del Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA), conro

ente encargado de asuntos ambientales.
2. Plan de Acción, con 109 recomendaciones especificas para la evaluación y manejo

medioambienlal.
3. Declaración de Principios (Declaración de Estocolmo).

A. Declaración de Estocolmo de 1972 sobre el Medio Ambiente Humano.

La Declaración de Est«rcolmo de 1972. contiene 26 principios relacionados con el derecho de kls
seres humanos a gozar de un ambiente sano y el deber de protegerlo para las generaciones futuras.
lo cual. a pesar de no ser jurídicamente vinculante, lo instala como un ref'erente mundial para el
adclanto de las políticas y derecho medio ambiental.

" Principio l. El hotnbre tienc derecho.fundamental a la libertad, la iguuld«l
t'cl disÍiute <lc condiciones de vido odecuadas en un medio de calidotl tul que
la permilu llevur unu vidu dignu y gozur de bienestur, y tiene lu solemne
obligoción de proleger y mejorar el medio para lus generuciones presenles !
fulutas. ,4 esle respccto, lus políticus que promueven o perpetúan el upurtheid,
lu stg'egución racial, lu discriminación, Ia opresión coloniol y otrus.fonnas
de opresión ¡, de dominación exlraniero quedan condenadus y deben

Principio 2. Los recursos naturoles de la lierra incluidos el aire. el aguu, lu
tierru, la .flora y la fuunu ¡, especialmente mueslras representativas de bs
ccosislcmqs nuturales, deben presemorse en benertcio de las generociones
prcsenles ! fula¡as, mediante una cuidadosa planiJicación u ordenaci¡itt,
sagún ctmvenga.

Printipitt 4. El hunbre tiena lu responsubilidad especial tle preservt .¡'
administrur juiciqsamente el pufrimonb e lu flora y la Jbunu silwstres ¡' su
húhilot, qur sc anLuanlrutt dt:tuulnente en gra|e peligro por wu cr»nhinut,k)n
da.f uctt»'c.s udyerso:¡. Ett cr»tscr:.ttancia, ul plunilic.ur el desarn¡llt¡ ctt»uitttict¡
drbr sltihuirse imporfuncia a la conservuckin de la nafurulezu, incluidds lu
llortt t lu.fitunu s ilvcst rcs.
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Principio 6. Debe ponene tin o lo descotga de sastancios tóxicas o de olros
malerias ), u la Iiberución de calor, en cantidudes o concentruciones tdles que
cl ntedio rut puedu neutralizqrlas, para que no se causen daños graves o
irrcpurubles u los ecosistemas. Debe apoyarse lajusta lucha de los pueblos de
loJt¡s los pttiscs contra lu LontarninaL'ión.

Principio 7. Los Estudos deberán tomar todas 16 medidas posibles paru
inpe<lir la contoninución de los mares por suttancius que puedan poner en
pcliqro Ia sulud del hr¡mbre, duñur los r¿cursos vivos y lo yidq marinu,
m¿ttoscabar las posibilidades de esparcimiento o enlorpccer olrus
ut i li:acione s le¡4ítirn us le I nar.

Principio 21. De cotii¡rnidad con la cartu cle las Nack¡nes lJnidus 1, con kts
principkts del derecho internecionul, los Estudos tienen el derecho sobe¡arut
de explotu sus propios ¡ecursos en aplicocitín de su propia políticu
ambientol, ), la obligución de asegurarse dc que lus actividqdes que se lleven
u Lubo dentro <le su jurisdicción o bajo su contntl no perjudiqucn dl mcdit)
umhiante dc otros Estudos o de zonas situu¿us /uera dc kxlu jurisdiccitht

Pincipio 22. Los Estddos tleben cooperur puru co,tlittudr clesurrolluntk¡ el
clu¿t'lt<t intcrnucit¡nul cn Io quc se reliare u lu rcspottsabilidud t,o Iu
in emnización a las víclimos {le lu contominación !- otros tlaños ambienlules
quc'lus uctividudcs reulizadas dcntro de lu jurisdicción o bujo el c.ontrui clc'

lules Esludos c'uusen u z<¡nas situadus.fueru de su j ur isdic'cititt.

Prinüpio 24. Todos kts países, grundes o pequeños, deben ocupurse cr»t
cspirilu de «xtperoción y en pie cle igualded de lus cuestk¡nes intentucionulc:i
rdulivqs o la protecció,t y mejorqmien¡<¡ del medio amhiante. Es indispensublc
«,operar, mcdiunte ucucrdos multilaterales o bilulerales o por otros medios
uprtryiu)os, pura conln¡lar, eyilur, reducir ¡ eliminur efic'uznente los efeckts
pctjudicialcs que lus actividades que se reulitut en cuulquier eslera puedun
tanar paru cl medio qnbiente. lenisndo en cuentq debiclumente la *¡harunio y
los intereses de t¡¡dt¡s lt¡s Estados.

(El resaltado es nuestro)

Algunos aspectos contemplados en la Declaración de Estocolmo de 1972, son la relación entre el
ambiente y los derechos humanos (principio l), la preservación de los recursos para luturas
generaciones (principio 2), la prevención (principio 6), la necesidad de impedir la contaminación
de las aguas (principio 7), la soberanía sobre los recursos ambientales (principio 2l). la
responsabilidad de indemnizar y reparar daños ambientales (principio 22) y la cooperación
intemacional (principio 24).

A.l I)el Princioio de Prevención de la Conlaminación.

Este principio de derecho internacional "est¿t asentqdo en la ideq de 'diligenciu ¿lebidu tlc los
su¡elos dc DereLho internacional, es ¿lecir, en la obligación de vigilancia y utlopción tle prer.isiones
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an ralución u bs bienes )' personus bo¡o su jurisd¡cc¡ón, u.fin de uscgururse que, en condicioncs
nu'nulas. no cuusen perfuicios trunsfronterizos. Esla obligación eslú con,:;tituida por el coniunt0
tla 'a.slúntlu'es ntínimos' de com¡tortamienlo de diligencio exigiblcs internucionulmente (diligenciu
stiicianta). Esta diligencia, es el mínimo constifucionol y Ic¡¡al inprcscindible paru el
cunt¡tlintienlo de las obligaciones intcrnucionules ('derecho inlerno inlernücionalmenle
i ncl i s ¡tc ns u b l e' )')".

En materia ambiental, entraña el conocimiento de un riesgo de daño ambiental, debidamente
evaluado, con sus medidas de prevención determinadas, en el que el Estado debe cumplir con el
ordenanriento jurídico para la inmediata atención de la situación. Este principio también se

encucntra contemplado en el artículo 194.1 de la Convención de las Naciones Unidas sobre el
Derecho del Mar (CNUDM), el artículo 2o. de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre
el Cambio Climático (CMNUCC) y el artículo 1o. de la Convenio de Estocolmo sobre
Contaminantes Orgánicos Persistentes (artículo l'.).

B. Decla¡ación de Río de 1992, sobre el Medio Ambiente y el Dcsarrollo.

De la Conf'erencia de Río de Janeiro de 1992, surgen documentos vinculantes como la Convención
sobre Ia Diversidad Biológica y el Convenio Marco de Cambio Clirnático (CMNUCC), así como
otros instrumentos carentes de dicho ef'ecto jurídico. tal es el caso dc la [)eclaraci(rn de RÍo. que
reafirnra la Declaración de Estocohno de 1972. que incorpora una visiiin global del derecho y
políticas ambientalistas y le otorga una naluraleza transversal.

'Principio l. Los seres humunos constituyen el centt'o tle lus preocuputirnes
relacionudus con el desuruoll<t sr¡stenible. Tienen derecho a una vida sqludable
y producliva en armonía con la naturaleza.

Principio 2. De conlinnidud con la Cartu de las Nuciones Llnitlus ¡' los
prircipios del dcrccho ínlcrnuc'ionul, los Eslodos tienen el derecho soberuno
de oprovechor sus lrtopios rccunos según sus propius politicolt ambientules
y de desurrolkt, ¡, lu re:;ponsubilidu) de velor por qua lus uttividades
rcul¡zqdas detúro de su.jurisdicción o baio su control o cuusan ¿qños ql na.lio
ambienle de olros Estudos o de zonas que estén luero de hs linitcs de le
j urisdicción ttuc'ional.

Principio 3. El derecho aldcsarrollo debe ejercerse en.forma tal que responda
equilutivunente u las necesidqd¿s de des(trrollo y umbientules de las
ge ne rac io n es p resenl es ! fulu tos.

Principio 4. A./in de ulcanzar el desarrollo sostenible, lu protaccitht dcl madio
umbiente deberá constiluir purte in,egrdnte del pntceso de dasurntlkt .v rto
podrá considerarse en li»tna aisluda.

Principio 10. El »ttjrtr tnodo da tulur las cucstir¡nes utlhitutulcs ¿s tt»t lu
participación d¿ tofu,s kts ciutludunos interesados, an tl nival tlue

e DRNAS DE CLÉMENT. Zlata (2001). Los principios de prevención y precaución en materia de Derecho Ambiental
en los Sistemas lntemacional e lnteramericano. Jomadas de Derecho Intemac¡onal 2000. Secretaría Ceneral de la
Organ¡zación de Estados Americanos. 2001, pp. 8l-92. Disponible en https://www.acaderc.org.ar,,wp-
contcnt,rblogs.dir./55/files/sites/55/2020/ll/artprincipiosdeprecaucionprevencion.pdf
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utrrcspt»tdu. En el plano naciondl, todo persona deberd len¿r occeso
adecuodo a la información sobre ¿l medio ambiente de que dispongan lus
uutoridades públicas, incluida la información sobre los moteriales )) las
ut'lividades que encierran peligro en sus comunidudes, así como la
oporlunidad de participar en los procesos de adopción ¡le decisünes. Los
Estudos deberan.facilitar yfonentar Ia sensibilización y la participución de lu
población poniendo la información u disposici<ht de ¡odos. Deberú
proporcionarse qcceso efectivo a los prctcedimientos .judiciules y
udministrativt¡s, entre ¿slos el resarcimiento de daños y los recurs¡ts
pcrlinenles.

Principio 13. Los Estud¡¡s deberún desalollor la legislución nucionul ¡elativa
u la responsubilidad ! la indemnización respecto.le las víctimas de la
conlominación ! otros dtños ombientoles. Los Esluclos cleberan cooperur
usitnismo de manera cxpedita y más decidida en la elqborución de nuevas le¡,cti
it arnucit¡nules sobre resgnsabilidud e indemnizaciótt por kts eJ'eclos
udvrsos de los daños qnbienlules causudos por las uclividades rculizadus
dcnlro dc su jurisdicción, o bajo su control, en zonus situadas /uera de su

.jurisdicción.

Principio 15. Con al /irt de pruteger el medio ambiente, k» Estudr¡s dcberán
u¡tlicur unpliumente el criterio de precaucfuin Lcttrfbrme u sus eupucidudas.
('runLlo hutu peligttt de cluño gruva o irrcversihle. lafultu de certezu cienfirtcu
ubsolulu no deberd utilizarse como raüin ?ara postergor lu utlopción de
meiidas eJicuces en / nc'kin de k¡.s cttstos puru impedir lu de¡¡ruduc'itit del
utaLlit¡ a¡ttbicnla.

Principio 16. Lus autt»'idudes nucit¡ttules .leberíun proL,urqt lincnlur lu
ínlemalizeckit de kts «tslr¡s unhi¿ntules t,el uso de instrunlentos c(\»tó¡nicos,
lerriendo en cuenta el c terio dc que el que contamina debe. cn principitt.
carflar con los costus de la confominación, teniendo debi¡lamente en cuenlu
el inlefts pliblico y sin distorsionar cl conercio ni lus íttvcrsiottts
¡tlenecionules.

( [].1 rcsaltado cs nuestro)

De estc extracto de la Decla¡ación de Rio de 1992, se observan principios de gran lrascendencia
para cl dcrecho ambiental. tales como el de equidad entre las generaciones (principio 3). de
participación y acceso a la información ambiental (principio l0), de indemnización por daños
(principio l3). de precaución (principio l5) y de quien contamina paga (principio l6).

B. I De la Panicioaci ón Ciudadana.

El principio l0 de la Declaración de Río de 1992, en conjunto con el convenio de Aarhus de l99gr0.
representa la norma precursora del Acuerdo de Escazú de 2018, al contemplar la participación
ciudadana y el acceso a Ia infbrmación ambiental.

ro Convenio de Aarhus de 1998, sobre el acceso a la información. la participación del público en Ia torna de decisiones
y el acceso a la justic¡a en materia de medio ambiente, de la Comisión Econó¡nica de las Naciones Unidas para L.uropa.
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8.2 [)cl Princi ode lon.

El principio de precaución ambiental tiene rango constitucional en Panamá, tal como fue expuesto
previamente en esta consulta. mientras que a nivel supranacional consta en el preámbulo del
Convenio de Viena de 1985. para la Protección de la Capa de Ozono, aprobado mc'diante la Ley
No.2 de 3 de enem de l989rr, el Acuerdo sobre la apticación de las disposiciones dc la Convención
de las Naciones unidas sobre el Derecho del Mar, de l0 de diciembre de 1982. relativas a la
conservación y ordenación de las poblaciones de peces transzonales y las poblaciones de peces
altamente migratorios de 1995, aprobado por la Ley No.64 de 29 de octubre de 2008r2, así como
en otros tratados.

A dif'erencia del principio de prevención de la contaminación, el principio de precaución es ejercido
en los casos en que no existe un criterio científico previo. por lo que se fundamenta en un supuesto
riesgo de daño ambiental, cuyas posibles causas, ef-ectos y medidas de mitigación no están
determinadas. por lo que se faculta y exige al Estado reorientar la "carga de la prueba". de manera
que el Estado puede actuar antes de recibir las pruebas y descargos pertinentes.

8.3 Dc I Princioio -'Ouicn Clon na Paga"

Respecto a este principio, el mismo aparece inicialmente consagrado en el afículo 22 de la
Declaración de Estocolmo de 1972, y fue adoptado por la organización para la cooperación y el
Desarrollo Económicos (OCDE) desde 1974, vía la Recomendación C (74)22313, sobre la
irnplementación del principio de quien contamina paga, y la Recomendación C (89)88rr, sobre la
aplicación del principio de "quien contamina paga" a la contaminación accidental.

En la Declaración de Río deriva del principio 16, en relación con e[ principio l3 (indemnización
por daños).

"El principio, en su correctq sigtti/icación, no husc'u tl¿tenninar culpuhlas ni
sc ittntiscu¡'e en el L'utttpo tla sus obliguc'i<tna,s indemni:atorias. Lo r¡uc
par:iigua, tti nüs ni mcnos, es que los coslos inyolucrados en la prevencitin.¡'
luthu contra lo contaminución sean asumidos ¡t solventodos pot quienes I
producen, ¡' ¡1¡ p¡t la colectividad social en su co junlo. Cuutxlo postulu quc
cl qua tt»ttunina clehe pugur se cstá refirientlo q aslos L,ostos, r'no u otrot.
Estú uludiendo, cn olrus pulabrus, a lus destcttru»nias soci(rle¡ o cttstt¡s
c:-l(ntos u que ttos henos ra/'erielo T,estei dicierulo que eskts costr¡s deben ser
itttr»7tr»'udos a los cttslt¡s internos de lus uctit,i¡.luclcs o proccsos pro.ltkli\.os
qtc los generan, da tul nuttcru qua estos coslos intarnt)s rc/laian cosk¡s rcula¡
.t' rto costos .fülseu Lkts o ./ictic,ios. Lo de qua "quicn ct»ttuttrirtu, ¡tu¡¿u', sc
lrulttce, pucs, cn delittitit'u, an tl clcber de prux,e¿lar u lu internqli:atión cla lus
c.rlarnulidudes ambicntulas nagutivus. Esto cttnfirre ul principio un carúcler
fundonrenlulmerrte económico, mds que un carúcter jurfulico, bien quc. pura
su olrerulividad, debo enconlrarse explícita o implítilumenfe consqgrado en
lu legisluck)n interna de lot paisas o en truÍados intemacionules (Kiss. l9!l_1,

rr Publicada cn la Caceta Oficial No.2ll0? de 5 de enero de l9B9
rr Publicada en Gaceta Ofic¡al No.26160 de 6 de noviembre de 2008.
I I https://legalinstrunlents.oecd.org/en/instruments/OECD-LEGAL-0 I l2
r{ https://legalinstrumeDts.oecd.org/en/instruments/OECD-LEGAL-025 I
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Tras el principio subyace la convicc¡ón de que, en Ia medida que los
cot uminodores se vcun obligados a asumir los costos de lo,s exlernalidudes
que prorocan, se verán irulireclamente incitados a reducir los eléctos
L\»luminuntes de sus aclividades, recurriendo, por ejemplo, al enpleo de
moter¡as primas o q lu utilización de lecnologías menos deter¡orantcs del
umbicnle. Tanhién subyace la voluntad de poner lérmino a las distorsio,Es
distributivus implícitas en un ctrden de Cosas en el que el lucro de unos pocos
se cslá consiguiendo u coslas del sacrificio y del mal de muchos."tt
(El resaltado es nuesro)

Con esto. el autor participa que la aplicación del principio de "quien contamina paga" responde a
la existencia de instrumentos intemaciones que sean vinculantes jurídicamente y. de tbrma
primordial. al ordenamiento jurídico intemo del país. obligando en consecuencia a la revisión de
las distinlas responsabilidades existentes en el ámbito nacional.

C. Acucrdo de I'lscazú de 2018 - Acuerdo Recional sobre el Acceso a la Inlirrrnación. la
Participación Pública v el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambiental es en Anrciricir
Latina y el Claribel6

Este importantísimo instrumento de derecho intemacional, represenla el primer Tratado cn
contener disptlsiciones referentes a las personas defensoras de los derechos humanos alnbicntalcs
en América Latina, y tiene conro objetivo el derecho de acceso a la información ambiental. a los
procesos dc toma de decisiones ambientales y a lajusticia en asuntos ambientales.

En Panamá, Iue aprobado mediante la Ley No.l25 de 4 de fébrero de 202017

"Arliculo l. Objetivo. El objetivo del presente Acuerdo es garantizar Ia
im¡tlcmentuck)n plenu y efecliva en América Latina y el Caribe de bs tlerecht¡s
de ucceso a Ia inlbrnación ambiental, participación pública en kts proce«ts
de k»nq de decisiones ambientales y acceso a la justicia en oslottos
anbientales, así como la creación y el fortalecimiento de las copacidudes y lu
cooperuc'kin, contribu¡'endo a la protección del derecho de cada personu, de
las generaciones presentes )).futuras, a vivir en un medio ambiente sano y al
dcsurrollo sostenible.

Anlculo 3. Principios. Cada Parle se guiará por los siguientes principios en
la inplementación del presente Acuerdo:
a) principi<t de igualdad y principio de no discriminación;
b) principio de transparencia y principio de rendición de cuentas;
c) pr¡ncipio de no regresión y princ¡pio de progresividad;
d) principio de buena fe:
e) pr¡nc¡pioprevenlivo;
.f) principioprecautorio:
9 principio de equidad inlergeneracional:

r! vALENZUELA, Rafhcl. El que contarn ina, paga. Revista de GEPAL No.45. Diciembre 1991. CEPAL. Disponible
cn https;//repositorio.cepal.org/server/api/core/bitstrearns/ao 501317 -a2'79-4a4f-8992-2ef52 8873667/cortent
rr' Cfr. hllps://r'epositorio. cepal.org/server/api/core/bitstreams la6O49491-agee-4c53-ae7c-a8a I 7ca9504e/content
¡' Publicada en Caceta Ollcial No.28956-4 de 6 de febrero de 2020.
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h) principb de máxima publicidad;
i¡ principio de soberunío permanente de los Estodos sobre sus recursos

narurules:
i) principio de igualdotl soberana de los Eslados: y
k¡ principio pro per«na."
(El resaltado es nuestro)

"Arlícukt 7. Part¡cipoción públicu en los protesos de toma de dec.isioncs
unbienlulcs.
l. Ca<la Purte deberá usegurar el derecho de pa icipación del público y.

puru ello, se comprome¡e a implementor una paíicipoción obierto e
inclusiva en kts procesos de toma de decisiones smbientoles, sobre lq
hqsc da los ¡nurcos nolnuliyos interno e internacional.

2. Cula Purtc guruntizurá mecanismos de paaicipación del público en
kts procesos de loma de declsiones, revisiones, reexeninuciunt's t¡
ttc'luali:ucit»te¡ rclutivus (t prolecÍos ),aclividades, así cuno en otros

¡trtx'csos de oulorizaciones ombientales que tengan o puedan lener un
impactu signifu:ativo sobre el medio ambiente, inclu¡'en<lo cuundo
pucdun ufcdur la sulud.

3. Cqdu Perte prumove i la participación del público en procesos de
k»nu de decisk¡nes, reyisiones, reexqminaciones o ucÍuqlizde¡o ts
dislinlos q k¡s mencionados en el párrulo 2 del presente urlicuk¡
relutitos a asunlos ambienlales de interés público, tales como el
onienamienlo del lcrr¡torio y la elaboración de políticas, estrategiqs,
pl*tes, programus, nonnes ! reg:lamentos, que tengqn o puedun tcner
un t¡gniliculiro ímpacto sohre el medb ambiente.

1. Cadu Purle udoptard med¡das para asegurur que la participución del
ptihlico seu posible desde etapas iniciales del proceso de loma de
decisiones, cle naneru que lus observaciones del público seun
debidumenle consideradas ! contibulan en dichos pruceso: ,1 tul
ellcto, cuda Purte proporcionurá al públict¡, de manerq claru, oportutl.t
y «tmprensible, lu inJbrmación necesariq para hucer efeclivt su
derecho a participar en el proceso de toma de decisiones.

5. El procedimienlo de purlicipación pública contemplard plozos
razonobles que dejen tiempo suJiciente para inlormur ol público ¡'
pora que esle purlicipe en forma efectiva.

6. El ptiblico serú infitrmado de.fonna e.fectiva, cornprensible 1., ogtrtunu.
u trayés <lc n*lios apropiados, que pueden incluir los medios escrik¡s,
claclróni«ts u orales, usí «¡mo los métodos tradicionales. ct¡nk¡ nitimo

u) el tipo o nuturuleza de la decisión ambiental ¿le que se trdte \
cuun<lo «ttcsponda, en lenguaje n<t lécnico:

b) lu autoridad responsable del proceso de toma de dacisioncs .t
olrds euk»'idades e institucion¿s inyolucradus:

c'¡ el procedimiento preyisto para la purticipuci<in del públictt,
incluido lu .lichu de comienzo y de finalización de cste. l¡¡s
ma.unismos preyislos parq dicha parti.,ipución, y, cuando
«trrespondu, los lugures y fechas de consuha o uudienciu
públicu: y

d) ku uutoridLt.les públicas involucradas a las qne se les puedu
requcrir muyor in/itrmación sobre la decisirfu ambientul de quc
s¿ fi'utc, y los procedimienlos pora solicitar la infi».mac,iótr.

7. El dcracho dcl públiu a participar en los pr<tccsos de totnu dc
dtcisk¡nes ambienlales incluirá lu opo unidad de prcsenlut
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obsemaciones por medios apropiados ! disponibles, ct»t/i».me a los
circunslancius del proceso. Antes de Ia adofión de lu dccisión, Iu
uutoridud pública que corresponda kmqrá debidamente en (uentu el
result,td,t del procesu de purticipttción.

Cu<lu Purtc cstublecarú lus c¡¡ndicit»tt:s pnryicius pLu.u tlue l.t
purticipuc'itht públicu en proccsos de tomu de decisk»tcs unbictttules s¿
udecúe o los coracleristicas sociuleli, económicas, cuhurules.
geogrdlicus y de género del público.
Cutndo el público directamenle qfectotlo hable muloritariamenle
idiomos dislintos o los oJiciules. la autoridad público velurú por que se

facilite su comprensión 
-1, 
putlicipación

( uda Pulic pn»noverú, según corres¡'tt»tdu v de acuerdt¡ cot lu
legislacithr nucional, la porticipackin del público en rt)ros ),
negociaciones internacionules en materiu umbie lal o con ¡ncidenciu
umbienlal, de qcuerdo con lus rcglas de pnxedimiento quc ¡taru dic.lu
pdrticipaciút prevea cuda ./itro. Asinismo, se pnnu»'crú, según
ct»t'espotulu, lu participaciórt del públictt en instuttcius nucionules punt
l rulqr qs un bs de.fort¡s i nltrnuc ionale s utn b íe n t ule s.
(.'udq Parta ulentara cl establecimienlo de espacios uptopiados de
consuha en usuntos ambi¿ntules o el uyt de los ¡,a ¿¡¡.t¡",'t,o,t, 

"r, 
,r,t

que puedun purticipar distintos grupos ,1, sdc/(rr.gs. ('adu Purta
prunoverú lu vulorut'ión dcl ct¡noc.imienn locul. el cliúkryo ¡, lu
interucción da las cliltreNes visiones y subere:i, cuartdo «»,rasponda.
Lus utrtorkluLles públicas reulizurun esJiterzos pura identiJicsr I apo-tot
o personas o grupos en situación de yulnerabilitlud paru int'oluc¡arkts
de mune¡u activa, oportuno ! efeúivu en los mecunismos de
participución. Pura estos cfcLtos, se u¡nsiLlerurún kts ncdios .t'.fi»tttutos
udecuqdos, u.lin de eliminar lus barrerus u lu purticiputión.
bt la implameufqción del prcsente Acuereltt, cuda Parta gurqnti:urú el
respelo de su legisloción nacional y de sus obligucíones internucionqlas
relativas a los derechos de los pueblos indigenus y co»tuniduclas locules.
Lq autotidad pública rculizarú esfuerzos po¡ identüut ul público
direcfomenle ofectodo pot proyectos )'uctividodes que tengon o
puedan lenü un impacto signücotivo sobre el medio umbiente, )'
promoverú ucciones específicas para facilitar su participución.

t)

13

1-5

ló

(El resaltado es nuestro)

En sus artículos desanolla el acceso a [a información ambiental (artículo 5), ta generación y
divulgación de inlbrmación ambiental (artículo 6), la participación pública en los procesos de toma
de decisiones ambientales (artículo 7), el acceso a la justicia en asuntos ambientales (a(ículo 8) y
Ios def'ensores de los derechos humanos en asuntos ambientales (artículo 9).

C.l [)cl Princi pio de Soberanía sobre los Recursos Ambientales.

Este principio se origina con motivo de los procesos de descolonización. en los cuales se planteaba
un trasfbndo cconómico relbrente al control y la explotación de los recursos nalural;s para el
desarrollo del nuevo Estado. En aquel momento, sirvió de fündamento para el desconociiniento
de contratos concedidos por otras naciones (las colonizadoras) que comprometían los haberes e
intereses nacionales perjudicando al Estado surgente.
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Su cl'olucitin. se hizo extensiva a otros Estados y. en el presente, se invoca como complementario
a los principitrs de libre determinación de los pueblos (ningún Estatlo liena tlercc'ho o inirrir ttt
lu eslruclurut'iórt ltolílico odminislraliva, ni en lu persecución del dcsu'n¡llo cultural, sot'iul t'
atonóntico de otro Estado) y de no intervención (ningún Estallo tiene daracho u injerir en lo:;
u,\ltnlo.\ inlernos o axlcrnos de otro Estado).

Dicho instrumento encuentra su antecedente en la Resolución AG/523 (vl) de l2 de enero de
l952tx "Desurrollo económico integrudo y acuertkts comercietles" de la Asamblea General de la
organización de Naciones unidas (oNU). Entre otros instrumentos, consta en el principio 2l de
la Declaración de Esrocolmo de 1972. en et principio 2 de la Declaración de Río de 1992 y en el
articulo l93re del Acuerdo sobre la apticación de las disposiciones de la Convención de las
Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, de l0 de diciembre de 1982, relativas a Ia conservación
y ordenación de las poblaciones de peces lranszonales y las poblaciones de peces altamente
rrigratorios de 1995.

"59. El dcrecho lrumano a un medio u¡nbienle sano se lu enlendi<*¡ cttt¡p un
¡lereclp con connotaciones tqnlo ittdividuales como colectitus. Ett su
ditttttsión colectiva, el derecht¡ u un medio ambienle sano conslitulc un ¡nter¿s
uttiy,ersul, que se debe lanto a las generuciones presentes y fulurus. Ahoru
hiett, el clerecho ul medio dmbiente suno tumbién tiene unu di¡ntn¡iin
indivitluul, en la nedida en (!uc ;u vulneruckin puede lener repercusiones
directus o indirectas sobre las pefsonas debido a su conexiclud.,ut otres
derec'hos, lalcs com¡¡ el derecho a lq suhtd, lu integridad perxtnul o lq tidq,
cnlre otros. La degradación del me<]io umbiente puede cuusur duños
irrepurubles en kts seres hwnuruts, por k¡ cuul ut nedio.lubicnle suno cs un
derecho .litrtlutnental para la existenciu de lu humanidad.

62. Erilu ('or¡e consideru importunte resultur que el derecho al medio
ombi¿nle sorro como derecho aulúnomo, u diferenciu de otruts derccht¡s,
pntlcge k» tt»nponentes clel netlio umhientc, tales «¡nto bosques, ri¡¡s, ttturcs
! (ttfi)s, L'(»no itttarases.juridi«ts en si mismr¡s, aún en ausencia dc ce czo o
cvidenciu sohre el riesgo u las pernnas individuales. Se trqtLt la protrgar lu
nutut'ule:u .l el nedio unbicnte nt¡ solanentc por su c'onexidud ct»t uttu
utilidul puru al ser lwnuno o por kts alectos quc su degrudución ptth.iu c.Ltusur

rr https:/idocurnents-dds-ny.un.org/doc/RESoLUTIoN/cEN/NR0/070/99lpDFN R007099.pdl'topenElemenr
r" "Artículo 193. Derecho soberano de los Estados de explotar sus recursos naturales. Los iistados tienen el derecho
soberano de explotar sus recursos naturales con arreglo a su política en materia de medio ambiente y de conformidad
con su obligación de proteger y preservar el medio marino."

D. Opinión Consultiva 23 (2017) sobre medioambiente y derechos humanos de la Corte
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH).

t.a opinión consultiva oc.-23117 de l5 de noviembre de 2017 , solicitada por la República de
Coltrnrbia, sobre Medio Ambiente y Derechos }{umanos (Obligacioncs Estatules en Relación t,on
cl Medio Ambiente cn el Marco de la Prorecckln y oqronría de los Derecho,s a la vidu y a lu
lnteKt'idud Personal - lnlerpretación y Alcance tle los Artículos 1.1 y 5.1, en relac'ión con lo.t
Arlículos L l y 2 de la Convención Americana .vobre Derechos llumunos), establece entre otras
cosas lo siguiente:
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en otrtrs derechos de lus personas, como la salud, Ia vida o la futegritlud
persortul, sino por su impo¡tancio puro los demds orgtnismos vivos con
quienes se compa e el plonefo. tümbién merecedores de prolección en sí
mismos En esle ticntido, la L'orte advierte una tendcncia a reconoLer
parsoneríu j uridica ¡', por ende, derechos o la nafuraleza no solo en sentcncius
.judiciulcs sil,rl incluso en t¡rdenumientos consl iluc ionales."
(El resaltado es nuestro)

Así. la Cortc Interamericana de Derechos Humanos dictaminó ue el derecho a un atnbiente sano
no sólo comDre nde al ser humano. sino oue autónomamente Drolege a los demás organtsmos v¡vos
y elenrenlos (hosuues, ríos, mares v otros\ con los cuales se comDarte el planeta.2o

En este orden de ideas se debe señalar igualmente que entre otras opiniones, la Corte
lnteramericana de Derechos Humanos, interpretó también que:
. 174. Los Estados lienen [a Obligación de prevenir daños ambientales significativos, derrtro o

fuera de su tenitoriol
. 237 . Los Estados tienen [a obligación de garantizar el acceso a la j usticia. en relación con las

obligaciones estatales para la protección del medio ambiente;
C'onclusi . Los Estados tienen la obligación de garantizar el derecho a la participaci(rnll 5.
pública de las personas bajo su jurisdicción;

¡ Opini(rn 5. Con cl propósito de respetar y garanlizar Ios derechos a la vida e integridad <Je las
psrsonas bajo sujurisdicción, los Estados tienen la obligación de prevenir daños ambicnlalcs
signilicativos, dentro o fuera de su territorio, para lo cual deben regular. supervisar ¡
fiscalizar las actividades bajo su jurisdicción que puedan producir un daño signilicativo al
r]ledio ambientel realizar estudios de impacto ambiental cuando exista riesgo de daño
signilicativo al medio ambiente: establecer un plan de contingencia. a ef'ecto de tener nredidas
de seguridad y procedimienlos para minimizar la posibilidad de grandes accidenlcs
ambie¡rtalcs. y rnitigar el daño ambiental significativo que hubiere producido (opinión 5):

a

a inión 8

bajo su juri

o In! n6 . [.os Estados dcben actuar confbrme al principio de precaución. a ell'ctos do la
protccción del derecho a la vida y a la integridad personal frente a posibles daños graves o
ineversibles al medio ambiente. aún en ausencia de certeza científica:

Con el propósito de garantizar los derechos a la vida e integridad de las personas
sdicción. en relación con la protección det medio ambiente. los Estados tienen la

V. Dcl Tratado de Libre Comcrcio Panamá - Canadá

obligación de garantizar el derecho al acceso a la información relacionada con posibles
alectaciones al medio ambienle: el derecho a Ia participación pública de las personas bajo su
jurisdicción en la toma de decisiones y políticas que pueden afectar el medio ambiente.

r') Cti. Ley No.287 de 24 de febrero de 2022, "Que reconoce los derechos de Ia Naturaleza y las obligaciones del Estado
relacionadas con estos derechos". Publicada en la Gaceta oficial No .29494-A de 24 de febrero de-2022.rr Publicada en la Gaceta Oficial N0.26653-A de 29 de octubre de 2010.r: https://mici.gob.pa,/onci-acuerdos-bilaterales-panama-canada,/

Rospecto dcl Iratado cle Libre Comercio. entre la República de Panamá y Canadá. debc señalarsc
que luo aprobado mediante la Lcy No.69 de 26 de octubre de 20l0lr. cuya ll'cha de entrada en
vigencia corrcspondc al I de abril de 201322, en su capítulo Diecisiete ",qfitbienra" estipula Io
s igu icnte:
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Iln este sentido se observa en el Capítulo Diecisiete, reproducido en su totalidad. quc el Tratado de
[-ihrc Comercio Panamá - Canadá, propugna por el respeto a la legislacitin ambiental interna dc
cada parte (entiéndasc. según el caso, Panamá o Canadá).

" CAP|TULO DIECISIETE
AMBIENTE

Arlículo 17.01 : Afrmaciones
l. Las Pa es rcconocen que cudo Pdite tiene derechls soberunos y

responsabilidades paru consenar ! proteger su tmbiente, y ufirmun
sus obligaciones ambientales conforme a su legislación n.tcionul, asi
ct)mo sus obligaciones inlernacionales conforme o kts acucrdos
um bi ent ale s m ulti lqteralcs.

?. Lus Parles reconocen el apo¡'o mutuo entre políticas comcrciales ¡,
umhientales y la necesidud de aplicor este Tratado en unu .fbnnu
consislenle con la protecckin y <onsentación ambientul y el uso
st¡stenibla de sus recursos.

Artícuk¡ 17.02: Acuerdo sobre el Ambiente
En c't¡ttst»tuncia con el espíritu del Artícuk¡ 17.01, las Partes hun estublec'ickt
sus obligut'iones mutuas en un Acuerdo sobre el Ambiente pura pronover kts

s iguic,tlcs obje¡i|os :
(q la consemación, protección y mejo¡a del ambiente en el terrilotio tle

cado Parte paru el bienestar de las generaciones presentes ! futurus:(b) el cunprorniso de no derogur leyes umbientales nacionulcs para
e.¡timular el c omercio o lu inv¿rsión,

(c) lu cr¡nservución y uso sostenible de la diversidud bü ógicu I' lu
prolección y preseryac ión tlel conoc inierlb trqdicionql;

(d) el desarrollo de, la con/brmidad con y la aplicación de lrc !e.¡,es
ambienlales:

(e) lo lransparencia ! porticipackin pública en asuntos umbientoles: ),(, lu cooperación entre las Parles puro el avance de asuntos amhientulcs
cle interés común.

A ículo 17.03: Relacíón entre ¿ste Tralado y el Acuerdo sobr¿ el Anbiente
L Lus Purtes reconocen la imprtrluncia de bulanc¿ar lus obligutioncs

utmerciules y ambientales, y ufirman que al Acuerdo sobrc el,lmbicnte
c'unplemenld este Tralddo y se upoydn tnuluqmente.

2. Lu Comisión podra considerar, segiot corresponda, los inli»nes y
re«¡mendqci¡¡nes del Comíté s¡¡hre el Ambiente, estubleci&) cn yitlud
elel Acuerdo sobre el Ambiente, respecto a cualquier asunto rclucionu<,lo
con el comercio y el a¡nbiente.

(El resaltado es nuestro)

"Arlícuh L06: Relación con Tratados sobre Medio Ambiente y Consemqción
En cuso <le incompatibilidad entre esle Tratado y una obligación dc unu purte
eslablccida en uno de los acuerdos lislados cn el Anexo 1.06, dicha obligación
deberú prevalecer. siempre que la medida lonada seq necesaria poru cumplir
con dicha obligución, y no se aplique de manera que consl¡tuyq, cuundo
prevalezcan lus mismas condiciones, una discriminación arbilruriu o
injustilicable o una restricción encubiertü al comercio internacional.,'

"Arlículo 9.03: Relación con Otros Capitulos
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En cuso <le cualquier incompatibilidad entre esle Capitulo y otro ('apituk)
prevalecerá el otro Cqpítub."

En abono a lo indicado, en caso de incompatibilidades surgidas respecto al TLC Panamá-Canadá,
el artículo 1.06 establece la prevalencia de los Tratados sobre Medio Ambiente y Conservación
listados a continuación:
o Convención sobre el Comercio lnternacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora

Silvestres de 1973, con la enmienda de 19791
o Protocolo de Montreal relativo a las Sustancias que Agotan la Capa de Ozono de 1987. con

las enmiendas de 1990, 1992, 1997 y 1999;
o Convención de Basilea sobre el Control de los Movimientos Translionterizos de los

Desechos Peligrosos y su Eliminación de 1989;
o Convenio de Rotterdam sobre la Aplicación del Procedimiento de Consentimiento

Fundamentado Previo a Ciertos Plaguicidas y Productos Quimicos Peligrosos Objeto de
Comercio Intemacional de 1998;

¡ Convenio de Estocolmo sobre Contaminantes Orgiinicos Persistentes de 2001.

"Articuto 22.03: Ánhin y Coberturu. Salvo por asu,rfos que surjon de
conlormidutl con el Cupílulo 17 (Ambiente) y l8 (Luborul) ¡'salvo cualquiÜ
disposic'ión en este Tratu<h, las disposiciones sob¡e solución de contruversius
.le este ('apítulo oplicarún respecto a lu solución de lus conlrovenias errtre
lss Purles relativas u lu uplicación o intcrpretoción de este Trqtddo, o cuundo
wru Purtc considere que:
(d) una nedida vigcnte o en proleclo de lu otru Purte es o pudiert ser

irt«tmpalible con unu de las obligut.iups bajo este Trutudo;
(h) lu otra Parte ha incumplido de ulgunu munera unu de sus obligtciorttt

de conf<trmidud con esfe Tralud¡t: t¡
(c) lruy una anulución o menoscabt¡ cn el sentido dcl Anexo 22.03.,,
(El resaltado es nuestro)

En el capítulo Veintidós "solución de Controversia.r", artículo 22.04. se excluyen los asuntos
ambientales del método de solución de controversias establecido en el Tratado de Libre Comercio
entre Panamá y Canadá.

Por su parte. el artículo 9.03, perteneciente al capítulo Nueve "Írvcrsldn", en igual línea indica
que "¿)? cuw de c'ualquier incomputibilidad entre este capítub y oto capítulo. prevalectrú el
otro cupítulo". por lo cual podría desprenderse que. en caso de enfrentamiento. existe una
preponderancia de lo regulado en Ias disposiciones ambientales. sobre las relativas a inversiones.

Cabe deslacar que. en virtud deI artículo 9.38.1 "suspensiónde olros Acuertlos", queda suspendido
el convenio entre el Gobiemo de la República de panamá y el Gobierno de canadá para la
Prom-oción y Protección de las Inversiones, aprobado por Ia Ley No.39 de 14 de noviembre de
199773. "tlesde la./echa tle entrada en vigencia de este Tratodo y iasta el momcnro en que éste deie
da e,tttu' cn rigencia" .

r1 Publicada en la Gaceta OñcialNo.23420 de lSdenoviembrede 1997

Por su parte el artículo 22.03. señala:
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VI. De los Contratos de Concesión.

La Ley No.9 de 26 de febrero de 1997. publicada en la Gaceta Oficial No.23235 de 28 de febrero
de 1997, aprobó el contrato entre el Estado y la Sociedad Minera Petaquilla. S.A., con la
participación de las empresas Georecursos Intemacional, S.A. y Adrian Resources, S.A.. para
"ex¡tlorur, exlruer, explotar, beneliciar, procesor, refinor, lransporlar, t,ender y comercializut
lotlos los ninerales, bases o preciosos, ubicados en el Área de la Concesión" -

La ley aprobatoria, fue demandada ante la Corte Suprema de Justicia en el año 2008; acusada de
incumplir con la l-ey de Contrataciones Públicas, en ese momento Ley No.56 de 27 de diciembre
de 1995. y de no estar inspirada en el bienestar social e interés público. como también por la falta
de consulta ciudadana.

Durantc el lranscurso del proceso constitucional, la Mina es adquirida en el 2014 por Minera
Panamá. S.A.. subsidiaria de la empresa First Quantum Minerals Ltd.l mientras que en el año 201 7.
por conducto de la Resolución No.128 de 30 de diciembre de 2016, det Ministerio de Comercio e
Induslrias. publicada en la caceta oflcial No.28344-B de l6 de agosto de 2017 , se otorga la primera
prórroga al contrato aprobado por Ia Ley No.9 de 1997, tomando como fundamento de derecho a
la propia Ley No.9 de 1997.

Ahora bien, el ['leno de la Corte Suprema de Justicia, en Sentencia de 2l de diciembre de 2017.
publicada en la Caceta Oflcial No.29439 de 22 de diciembre de 202 l. declara la
inconstitucionalidad de la Ley No.9 de I997, dándole un electo de "cosojuzgudu tttnstitucíon¿ ")a,
y ocasionando el decaimiento de la accesoria Resolución No. I 28 de 2016 (prinrera prórroga). por
lo quc el amparo legal de la operación minera sólo se mantuvo "hasta principios de octubre tlel
año 2018 (ejecutorio del Fallo del Pleno de 2I de diciembre de 2017)"2s. Es decir. entre el 2g
de febrero de 1997 y el 2 de octubre de 201826.

Cabe destacar que el artículo 2569 del Código Judicial establece que "el .follo se publicuríi en lu
Gaceta Olicial denlro de los diez días siguientes al de su ejecutori¿", con lo cual queda sentado
que únicamente aquellas sentencias en firme, pueden ser objeto de publicación en la Gaceta Otlcial.

El 29 de mayo de 2019 la Asamblea Nacional, en sesiones extraordinarias2T. rechaza por
inconveniente el Anteproyecto de Ley No.766, que aprueba un nuevo contrato de concesión entre
el Estado y la empresa Minera Panamá. S.A., constituyendo un hecho público28 y notorio2e.

I Cfi. foja l5 de la Sentencia de 28 dejunio de 2021 del Pleno de la Corte Suprema de Justicia. publicada en la Gaceta
Oficial No.29439 de 22 de diciembre de 2021.
rs Cfr. foja 184 de la Sentencia de 27 de noviembre de 2023 del Pleno de la Corte Suprema de Justicia. publicada en
Ia Caceta Oficial No.29922 de 2 de diciembre de 2023.
16 El Edicto No. 1074 de la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia fue desfijado el día 2 de octubre de 20 lg.
17 Cfi. Decreto Ejecutivo No.l26 de 22 de mayo de 1997. "Por el cual el Órgano Ejecutivo convoca a la Asamblea
Nacional a Sesiones Extraordinarias". Publicado en la Gaceta oficial No.28779-C de 22 de mayo de 2019.
r3 https://rvrvw.prensa.com/economia./Comision-Economia-Asamblea-M ¡nera-panama 0 5jl546g4l3.html
https:,'lwww.midiario.com/nacionales/rechazan-contrato-ley-entre-el-estado-)-minera-panarna,r
https:,f'www.laestrella.com.pa,/panama./nacional/primer-debate-polemico-contrato-XKLE5303
https:,//rvww.panamaamerica.com.pa./politica,/juan-carlos-varela-reprocha-decision-de-diputados-de-rechazar-
proyecto-favor-de-m inera
r') Cfr. numeral 50 del aniculo 20t de la Ley No.38 de 3l dejulio de 2000.
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Durante el año 2023. mediante la Ley No.406 de 20 de octubre de 2023. se aprueba el contraro de
conccsión mineral entre el Estado y la sociedad Minera Panamá, S.A., para "explorar, exlruer.
explolcu'. beneliciar, procesdr, refinar, transportor, vencler y comerciqliza¡ el minerul nte¡úlic'o
ctthra y, cn conjunfo con la exploración y ex¡tlotación del cohre, .¡u.; minerales asociados".
Publicado en la Gaceta Ollcial No.29894-A de 20 de octubre de 2023. Dicha ley. füe declarada
inconstitucional, por la Corte Suprema de Justicia, Pleno, mediante Sentencia de 27 de noviernbre
de 2023. debidamente publicada en la Gaceta Oficial No.29922 de 2 de diciembre de 2023.

En consecuencia. el segundo contrato sólo estuvo en vigor del 20 de octubre de 2023 al 30 de
noviembre de 2023.

Vll. Dcl Código de Recursos Mincrales.

til C(rdigo de Recursos Minerales. a saber, el Decreto Ley No.23 de 22 de agosto de 1963.
constituye la lex generulis en la materia minera.

Iin los asuntos pertinentes a esta consulta, indica:

"Arfículo 2. Los nucinientos minerales de ktdu cluse existefitcs ¿tt todo el
territorio de ta Repúblicu de Panamá inclu¡,endo, las islas, ¿l nrur tcrritoriul,
el lecho submurino ¡; subsueb del mismo, y la plutuformu contincntul son de
propiedad del Estudo, con las Iiuitaciones que la Constitución estuhlecc en su
artícuk¡ 257. No podrún ser objeto de upropiación priv«lu, pcrc ¡totlrur ser
ct¡nce<lidos en usufructo en Iq forma y condiciones que lu Lbnstitut'ión ¡, *te
Código señalun. Los mine¡ales extraídos medionte concesiones mineras
otorgados de conformidod con esfe Código perlenecen ul concesionario.',
(EI resaltado es nuestro)

Las operociones mineras podrdn llevarse a tubo única I exclusivumenle de
confo¡midutl con uno concesión minera y de acuerdo con las disposiúones
de este Código.

(El resaltado es nuestro)

[)c lo citado en los artículos 2 y 6, se evidencia que solo pueden realizarse opcraciones mineras
hajo cl amparo de una concesión_ minera. y que los minerales cxtraídos l autorizados bajo
dicha concesitin minera perteneccnr0 al concesion ario. A L(nt(tt'irr,r(,,r.\¿/. lúo nlineral cxtraido

t') De conformidad con el D¡ccionario de la Real Academia E spañola, es " Dicho .le unq cosa: T(,curle a alguien o ser
pu4tia lc é1, o serle ¿lebidq". https://dle.rae.es/pertenecer?¡n=form

"Attículo 6. Los permisos de reconocimienb superJicial se otorgurá,l
medianle Rest¡lucbn expedida por la Direcck'tn Nucit»tal de Rccursos
Nlinerales. Las dcmús concesiones scrán oturgadas nedianta conlrutos
celebrudos gtr lu Nución, representadq por el Minislrtt de (omerciu c
lrulustrius, y el peticionarkt y requerirán para su vulitle: el rclierulo tlel
Conlrak»' General <le la República. En los casos dc concesiones pura lu
explotackin de recursos minerales se requerirá además la uprohaciút del
('onsej<t de Gubinele.



Nota C-015 -24
Página 26

sin contrato de concesión pertenece al Estado, sin perjuicio de cualesquiera otras responsabilidades
sobrevinientes-

De lo señalado en el pánafo anterior y. en una correcta hermenéuticaj urídica debe entenderse luego
entonces. que el cobre y sus minerales asociad¿¡s. extraídos durante la vigencia de las Leyes No.9
de 1997 (2¿t de.lébren¡ de 1997 a 2 de oc.tubre de 2018) y,la vigencia de Ia Ley No.406 de 2023
(20 de oclubre de 2023 al I de diciembre de 2023) correspon«len a la empresa concesionaria.

Mientras que. aplicando esa misma interpretación legal, distinto ocurre con aquellos minerales que
hayan podido extraerse entre los días 3 de octubre de 201 8 y l9 de octubre de 2023, por cuanto que
sobre ellos no recaería ninguna concesión para "explorar, exlrder, explolar, benefic,iur, procesar,
refinur, Írunsportur. tender y comercializar" y, en consecuencia. serían propiedad de la República
dc' Panamá. por ! irtud del artículo 257 de la Constitución Política. en concordancia con los artículos
254 del Código F'iscal. 329 del Código Civil y 2 del Código de Recursos Minerales.

En este orden de ideas debe señalarse que en los artículos I I 3 al I 19 del Código de Recursos
Minerales, se faculta al Ministerio de Comercio e Industrias, por conducto del Director Nacional
de Recursos Mineralesrl. con motivo del desarrollo de actividades mineras. para tomar todas
aquellas medidas de precaución a lln de "eulfar los dcsperdicios y octos peligro,§t¡s". "at'itar al
./luio de líquiLkts o gases-.. hacia lu super/icie o desde la mistna, o de unu a otru cuyt tlel suhsuelti'.
"restauur lu super/ic'ie del terreno poro tle monero que ésle quede en las mis¡nus ct»ttlicionts qua
asislíu¡t tutrcs del u»nienzo de las operacbnes", "eliminar contliciones peligrosus".las cuales
constituyen Iacultades adicionales a aquellas consignadas en las nonnas ambientales. Veamos:

"Artícukt 113. Se k¡marún medidus de precaución puru evítur los despertlicios
.t,uc'los peligrosos duruntc el desurrollo de todus lus qrruL,i¡ne,s »tineru¡.

Atticulo I14. Se lomurdn todas las medidas del caso para evitar el flujo cle
Iiquidos o gqses encontrados duranle el curso de lus operuciones minerus
hacia lu superJicie o destle lu mismq, o de uno a ota capa del subsuelo, u no
sar quc esle flujo se realice bajo control y de acuerdo con lqs necesidades <le
lu operución minera perlinenle.

Arlículo ll5. Se tomardn todos las medidos necesurius pera resluurur la
supcrJicie del teneno dc manaru que éste queda en lus mismus ct:¡tttliciones
qua axittíun untes del u»nianzo de las operucíonas. Lo mivnr¡ se hurú pur.rt
eliminu¡ condiciones peligrosas que resulten de lus operaciones. Ninguno
operución minera podrú dane por concluida ni abundona¡se hasto tonto no
se hata cumplitlo con esta disposición.

Afilculo l16. Los conces¡onarbs debertin tomur lus metlitlas necesdrius v
ru:ortuhles para evitur las pérdidas ct daños y puru rcmediqr o eliminur lis
utndici¡¡nes que surgicren y pudiesen ocusionar pérdit)as o duños u lus
opcruciones mineras, u los bienes usados en las mismas, o u lercerqs pcrsonus
o u lus propiedades de las nismas.

Arliculo I17. Lt¡s concesiütarios deberán clar aviso a la Dirección Nucit»tul
da Rtcursos lllinerales, o los deuas cottcesionarios t, a todqs las demús

rr Cfi. articulo 27 del Código de Recursos Minerales
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pcrsonas en los lugares amenazados de la ¿xistencia de tales condiciones de
peligro y de las medidas que se hayan adoplado pora remediar sus efect<ts.

Attículo ll8. La Dirección Nacional de Recursos Minerales expedirá los
reglumentos ¡' requisitos que deban llenarse pura evitar desperdicios y rctos
peligrosos en las operaciones mineras.

A lculo 119. Si la purte responsable no c'umple con kt dispuesto por la
Dirección Nacional de Recursos Minerules dentro del plazo.fijado, ústa podrá
tomur las tnedidas tle precuución que eslime necesorias y podrú repurar o
cttrregir los daños a costus de la pqrte respursable."
(El resallado es nuestro)

Como se puede observar. queda categóricamente expresado en el artículo 115 del Ctidigo dc
Recursos Minerales que "Ningunú operdciór, minera podrd darse por concluida ni abandonarse
hasta lanlo no se hdya cumplido con esla disposición", por lo cual la empresa solo podrá
abandorar el proyecto en caso de cu¡nplir con esta rcsponsabilidad. sin pcrjuicio de aquellas otras
dcternr inarlas cn la legislación.

Por su parte, los afículos 317, 318 y 318-A ibídem establecen lo siguiente:

"Arlículo 317. Las sanciones a que eslc Títub se reftere serún impucslus por
cl l)ir¿clor Nucbnali) ctn upelación ul ()rguno Ejecutirtt ¡'tu¡ ,:.rclt¡'an lu
uplicucirin tlc olrus clis¡tosiciones de aste ('óclígo o dc urus kt,es viganks.

At ícalo 3lE. Las conduclus que a continuación se detallan serán sancknudas
de la siguiente manerü:

Realizur operuciones de reconucimiento superficial sin huher siclo
uutorizqdo c'onli¡rme lo eslableca este (ódigo, con muhu rut menor de
mil balboas (B/.1 ,000.00) ni muyt» de diez mil bulbous (B/. t 0,000.00).
Reulizur operaciones de exploración, extrocción, lrunsporte o
beneJicio sin contot con la concesión correspotuliente, «»t multu de
<lie: mil balbous (8/.10,000.00) a.loscien¡os cincuent.t mil bulbous
(B/.250,000.00) y el decomiso de los minerules extrsídor,
I ronspotludos o beneJiciados. "

(Lo resaltado es nuestro)

)

Atlicub 318-A. L'ot excepción de lus ct»tductas preyistas cn el urticukt
qrllerior, el incumplimiento o violución de cualquiera otru norma .le este
Ctitligo, sus le¡'es conplementurias ¡,reglu»tcntos, <tsicono el itrcunplimienk)
da las obligucioncs ct»tlruidas en el ct¡nlruto de concesión, serún sunc,i¡¡nudos
7»' lu Dirección Nu<'i¡¡nul de Recurs¡¡s LÍinaroles, de qcuerdo «»t lu gruvcdad
cle lu.fdlta. con el deconiso cle los materiulcs extqídos a jáwr .la la Neción,
tt»t muha dc cittco míl bulboas (B/.5,000.00) a doscientos cincu¿nta nil
bolbous (B/.250.000.00) y/o con la canceluck)n de lu cr¡ncesión, sin perjuiciu
de lo dispuesto en los drtícubs 288 y 289 y de la responsabilitlutl civil o penut
que derive de lu conducta :;sncionado.

'r Cfr. aniculo l2 de la Ley No.6 de t5 de febrero de 2OOó
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Los articulos arriba citados l'acultan al Director Nacional de Recursos Minerales para establecer
ntultas pecuniarias y la pena accesoria de comiso de minerales a quienes infiinjan disposiciones
del propio código, así como de las leyes y reglamentos sobre la materia. EIlo sin perjuicio de las
responsabilidades civiles o penales que se deriven.

VIll. Del Código Penal.

El Código Penal tipifica, dentro del Título Xlll " Delitos contra el Ambiente y el Ordenamienro
'l'arritoriul".los delitos contra los Recursos Naturales (capítulo I), contra la Vida Silvestre (capítulo
ll). y los de Tramitación, Aprobación y Cumplimiento Urbanístico Territorial (capítulo III).

Cabe destacar que la potencial configuración de tales conductas exige que la ejecución sea en
detrimento de las normas de protección del ambiente y de la vida silvestre. por lo cual queda
inicialmente supeditada a determinar una trasgresión de las leyes que rigen la materia. entre otras
el Código de Recursos Minerales y la Ley General de Ambiente.

BIlo sin perjuicio de la posible materialización de otros de índole omisiva. con sujetos activos
específicos, tales como la presunta comisión de (i) encubrimiento y (ii) de infracción de los deberes
de los servidores públicos.

lX. Dcl Código Civil

La obligación civil. ha sido definida de manera amplia como una relación jurídica en virtud de la
cual cl deudor queda vinculado jurídicamente con el acreedor, con la finalidad de realizar una
conducta de dar. hacer o no hacer.

[]n csc mismo contexto, y remonlando a los inicios del Derecho Romano, existen diversas
deliniciones de obligaciones, como aquellas contempladas en las Institutas de Justiniano en donde
se dice que "obligatio csl iuris vinc'ulum, quo necessitate adstringimur ulicuius solvcntltu r¿i
sac'uttdum noslroe civitolis iuriu", Es decir, que la obligación es un vínculo jurídico que conslriñe
en la necesidad de pagar alguna cosa confbrme a las leyes de la ciudad.

Ahora bien, y en cuanto a las normas relativas a las obligaciones, estas se encuentran contempladas
en el Libro cuarto "De las obligaciones en general y de los contratos". Titulo I. De las
obligaciones, capítulo I, Disposiciones Generales del código civil, el cual en su artículo 974 de
manera taxativa señala:

'A ículo 974. Las obliguciorcs nqcen de Ia !ey, tle los ct» rukts y,

cttusi.onlra¡os, I de los uctos y omisiones ilícitos en que inlcrvcng.t cuulquicr
género dc cul¡ta o ncgligenciu"

Dos (2) son los aspectos fundamentales que se observan del artículo anterior, a saber:
l. Que las obligaciones nacen de la ley y de los contratos y cuasicontratost y,
2. Que también existen obligaciones por los actos u omisiones ilícitos que generan culpa o

negligencia.
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De este modo, el ordenamiento nacional, en cuanto las obligaciones de los contratos. prevé que los
mismos tiene füerza de ley, y deberán cumplirse.

"Arliculo 976. Las obligaciones que nacen de los contratos fienen.fuerzu de
lcy entre las pqrtes contratantes, y deben cumplirse al lenor de los miynos. "

En cuanto a la responsabilidad extracontractual, los artículos 1644 y 1645 del Código Civil
establecen lo siguiente:

"Arlículo 1644. El que por acción u omisión cuusu daño u t¡tt o, intert,inicnLlo
culpu o ncgligenciu, está obligaclo u repurur el dqño cuusudo.
Si lu qcción u omisión luere inputable a dos o mús parsonus, cddq unu dc allus
¡crú st¡liduriamenle resptnsahle pu. los perjuicios cuus«los."

"A¡tlculo 1615. La obligación que impone el artículo 1611 es exigible no solo
por los octos u omisiones propios, sino por los de aquellus personas de tluienes
se clebe responder.

Los son iguulmente los clueños o directores de un estableciniento o emprcsq
respeclo de los perjuicios causados por sus dependientes en el servicio de kts
rumos en que los luvieran empleados, o con ocasión de sus.funciones.

Lu responsabilidad de que lrala esle artículo cesará cuan<1o las personas de
derecho privado en él mencionodas prueben que emplearon toda la diligencia
dc un buen padre de familia para prevenir el duño."

De las disposiciones antes señaladas, se puede colegir que existe la responsabilidad civil en los
actos en que inlercede la culpa o negligencia, y que deriven de la responsabilidad extracontractual,
y en el deben acreditarse los siguientes preceptos:
L Conducta culposa o negligente:
2. Presencia de un daño directo; y.
3. Existencia de un nexo de causalidad.

En concordancia con [o anterior. la Sala Tercera de lo Contencioso y Laboral de la Cofe Suprema
de Justicia, cn Sentencia de l4 de abril de 2010, ha definido la responsabilidad exlracontractual de
la siguiente manera:

"De acuerdo a lo establecido por ésta Corporación de Justiciu, rus
enc<»tlramos anle una reclamación de curácler exlrqconlractual que
enlcndemos como 'aquella que existe cuando una persona cqusa, ya ytr si
misma, ya por medio de olra de la que responde, ya por una cosa de su
pntpiedud o de que se sirve, un daño d otra persona, respeclo de la cudl no
tstuba ligada por un víncukt obligutorio anterior reldcionqdo con el daño
pnxlucido'

Es por ello. que la responsabilidad contractual viene a ser una figura de excepción que la ley por el
momento ha reconocido en muy pocos casos, siendo uno de ellos el previsto del artículo 109 del
Texto Único de la Ley No.4l de i998 que regula la Responsabilidad civil Ambiental.
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'A ícalo 109. Toda persona nqtural o jurídica que emita, vierta, dispongo o
descurgue suslancias o desechos que ufeclcn o pueden ufectur la sulud
Itumuna, ponga cn ríesgo o causen dsño al umbiente, afecten o puedan ufeclar
los pxtcesos ecológicos o la calidad de vida de la poblack)n, terulrá
responsabilidad objeliva por los daños quc puedan oc.usionar graves
perjuicíos, de conformidad con lo que dispongan las leyes espec¡ales
relacionudas con el ambiente".

se desprende con meridiana claridad que, las acciones u omisiones. sean dolosas o culposas.
cometidas en relación con delitos o faltas contra el ambiente, los procesos biológicos o la calidad
de la vida humana, podría darse lugar a una responsabilidad civil para quienes resulten
responsables.

X. Dcl Ministerio de Ambiente.

10

t2

ló

)()

21. Ejercer las demás arribuciones que le coftespondan o que le usignen
esta Ley y su reglamento."

(Lo resaltado es nuestro)

El Ministerio de Ambiente fue creado por ta Ley No.8 de 25 de marzo de 2015. publicada en la
Gaceta Oficial No.27749-B de 27 de marzo de 2015, como la "entidad rectora tlcl Eslutlr¡ en
nuleriu de lrrolección, conserva-c^ión, preservación y aplicación de las leyes, los reglumenlos y lu
Polílica Nacional de Ambiente"33.

"Arlículo 2. El Ministerio de Ambiente fendrá las qtrihuciones siguientes

Emilir los ¡esoluciones ! las normas técnicas I administrutivas para
la cjecuckin de la P¡¡litica Nacionul ¡le Amh¡ente ! la protección de los
recu¡sos nutu¡oles. teresl¡es e hidrobiológicos, en el área dc su
compelenciq, vigilondo su ejccución, de manera que sc prevenga la
degruduc iún amhicntal.
Hucer cumplít' lu presente Ley, su reglumentdción, lc's normes dc
calid*l umhientd y las disposicionc:i técn¡cqs y udmitistrativus que por
le¡' se le usigne.

Dictar el ulcance, guías y lérninos de refbrenciu pura lu elaboracitht ¡,
presentacíón de lus decluraciones, evaluqcíones y eslutlios de impacto
ombienlol.
Evaluur k¡s estudios de impacto umbienla! y emitir las resolucknes
respeclivas.
Promovet la participación ciutladana y la aplicat'ión dc la presente Ley
v sr+s reglumenlos, en la .formulución y ejecución de políticos,
esrralegias y progrqmas ambientqles de su competenciu.
C'redr y muntener accesibles y actualizadas las bases tle dutos
relacionadas con el umbienle y el uso sostenible de los r¿cursos
nalurales, medíanle esludios, y proveer informución y anúlisis pura
incorporar la ditnensión embiental cn las políticas públicas <lel Estudo.
Imponer sunciones y multas de confi¡rmidud cott Ia presentc Ley, los
reSilunenkts y lus disposiciones complemenlurias.

(,

I Cfi. anículo I de la Ley No.8 de 25 de rnarzo de 2015.
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Dado lo anterior, el Ministerio de Ambiente se organiza como entidad gubemamental compelente
para regular lo concerniente a la prevención de daños al ambiente y a [a salud humana, de
conformidad con lo dispuesto en el ordenamiento jurídico patrio.

Xl. Dc la Ley General de Ambiente.sa

El artículo 1 del Texto Único de la Ley No.4l de I dejulio de 1998, publicado en la Gaceta Ollcial
No.23578 de 3 de julio de 1998, señala que la misma "establece los principios y normos btisiccts

¡taru Ia prolacción. conservación y recuperación del ambienle, prontoviendo el uso sosteniblc .lc
los recurst¡s nulurales. Además, orcleno la gestitin ambientul y lo integro o los objelit:os sociales ¡'
ccttnómito.t, u e./icto de lograr el de,sarollo humano soslenible en el puís".

"Arlícukt 15. ,lnte halluzgos de incumplinrienlo en lu prcsentación o ej¿cucú;
del estudio de impqcb ambiental o <'uulquier otro instrumenlo tlc gestión
qntbienlul que correspondu, durante inspecciitn t¿cnicq, el Mittisterio de
,lmbienta gtdrá puralízur cautelur»tcnta l,,s actividudcs del pro¡.eclo, obru o
ac'tivitl*l de la que se trqte, sin per¡uicio de la imposición de las sunc,iones quc
«»t'esportdun. Asimismo, el Ministerio podrá adoptur en forma inmed¡uta
cuolqui¿r otra medida provisional lendiente a prcyenb daños al umbiente y
u la salud humana."
(Lo resaltado es nuestro)

"Arlículo 28. El Ministerio de Ambicnte cot¡rdinurá con lu uu¡oridad
conpetü e lu.formulucitin y ejecución de programus de seguimienlo tle lu
calidad del umbienle y plqnes de cierrc ombiental, con el objeto de vigilar el
cumplimíento de las normas establec'idas. El reglumenlo desurrollará los
mecanianos <le seguim¡¿nto v control dentro del Sistema lnterinstitucit»tql de
A¡nbientc, ul que se refiere el artículo l0 de la Ley I <le 2015.',
(Lo resaltado es nuestro)

Sc puede observar de los artículos aniba transcritos, que se fáculta al Ministerio de Ambiente para
dar seguimiento. en coordinación con la auloridad que sea competente, a la calidad del aire y al
plan de cicrre. para lo cual podrá tomar cualquier medida provisional para la prevención de daños
al ambiente y a la salud humana.

Olros aspectos comprendidos en la Ley General de Ambiente son:

A. (iesti(rn Ambiental

En el Texlo Unico de la Ley General de Ambiente se observan diez ( l0) instrumentos de gesti(rn
anlbienlal. cuya aplicabilidad deriva del ciclo del proyecto. obra o actividad: construcción,
operación. l uncionamiento y cierre.

Instrument0 Artículos

2.42,5
2.54,6

Irinalidad

I

)
Evaluación Ambiental Estratégica.
Ordenamiento Ambiental del Territorio Nacional.

Prcventiva
Preventiva

r¡ Ley No.4l de I dejulio de 199E, "General de Ambiente de la República de Panamá". Publicada en la Caceta Oficial
No.23578 de 3 dejulio de 1998.
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3

4
5

6.

7.

8.
9.

l0

Evaluación de Impaclo Ambiental.
Normas de Calidad Ambiental.
Supervisión. Control y Fiscalización Ambiental
(incluye auditorias ambientales y supervisión).
Inlbrmación Ambiental.
Educación Ambiental.
Programa de Educación Científica y Tecnológica.
Desastres y Emerge ncia Ambientales
Cuenta Ambienlal Nacional

2.43.7 a 16

17 a24
2.72.25 a29

Preventiva
Preventiva
Conectiva

Preventiva
30 a32
33a35
36 a37

2.37,38 a39
40

Así. la utilización de los instrumentos de gestión ambiental preventivos (evaluación ambiental
estratégica. ordenamiento ambiental del tenitorio nacional y evaluación de impacto ambiental)es

io al inicio del , obra o actividad, por lo que no resulta acorde al ordenamiento la
presentación de un cstudio de impacto ambiental cuando el proyecto. obra o actividad está cursando
las láses de construcción. operación o Ítncionamiento.

"A ículo 2. Para efectos de la pt'esenle Ley y sus normas cornplemenlurius y
reglunenlos, bs siguientes términos se enlerulerán así:

Audilo a Ambienlal. llletodología sistemática de evuluución de wu
<tctividud, obra o proyecto, por<t detcnninur sus impactos cn el
ambienlc, compaÍü el grado de cumplimiento de las nomas
umbienlales y criterios de aplicución de la legislación umbiental. Puede
ser <tbligatoria o volunlaria, según b eslablezca la ley v su
reglanenlación

72 Supervisión, control ! fiscalizución ambiental. Acción de seguimianto
del es¡udo del umbicnte dwante cl dcsurx¡llo del pro¡.ecfo, ohru o
uctividad, desde su inicio hasta su cier¡e, puru ascgrn.ar que lus
medi<lus de miligacitin o conservacirin sc lleyen a lu prácticu .y' se
veri/iquc lu pctsibilidud de que upurezcun fiuavos impuctos clut,dntc el
periodo dc ejecuckin del proycch. obro o uctividad.

(Lo resaltado es nuestro)

En este sentido. tanto para proyectos, obras o actividades en operación o füncionamiento, la
tinalidad de los instrumentos de gestión ambiental es determ inar el nivel de cun1 D limicnto clc los
r-arffg !fr¡§_!U!9!Iglss atJqui ridos
ambiental. resolución de aprobación) y

en el estudio de impacto ambiental (plan de mane.jo

por lo que resultan aplicables los instrumentos de auditoría ambiental y de supervisión.

Por su parte y. con relación a Ia Resolución No.AG-0347-2013 de 27 de mayo de 2013. publicarla
en la Caceta Oficial No.27313-A de 20 dejunio de 2013. se aprueba el Manual de Proceáimienros
para la Supervisión. Control y Fiscalización Ambiental. de los Estudios de Inrpacto Ambiental
(EslA) y los Programas de Adecuación y Manejo Ambiental, en el oual se establecen compromisos
ambienlales. que incluye cronogramas de entrega de informes de cunrplimiento. con las evi<iencias
o pruebas pertinentes. durante la vida útit. es decir hasta el cierre, del proyecto. obra o actividad.

de la normativa y requerimicnlos ambi cntales en general

ó.



Este Manual de Procedimientos. en su Módulo II,2.0 "Marco Conceptual de los PMA's y
PAMA's". 2.1 " lllurco Teórico", establece el "Principio de Responsabilidad Ambieutat
Comporlido (Estado, Sector Privado y Comunidad). Los agentes privados deben asumir la
responsabilitlorl de cumplir con la normoliva ambienfal: el Estctdo de yelur por tlicho
cutrtplinúanto, ¡trelercntonenlc mediante la creat,i(tn de conditiones r¡ue lo .fu\ra:c,on: 1, lu
comuni¡la¡l de colaborar en el proceso de denunciar las infracciones onte la autoridott púbtica,
.r'cuntplir con su propitt grudo de respon:;abilidai'. incorporando con ello la denuncia ciudadana
como mecanismo coadyuvante con la supervisión, control y fiscalización ambiental.

En lo que respecta al Decreto Ejecutivo No.57 de 10 de agosto de 2004. publicado en la Gaceta
Olicial No.25l l5 de l3 de agosto de 2004, éste aprueba el Reglamento del Proceso de Evaluación
dc Auditorías Ambientales y Programas de Adecuación y Manejo Ambiental. "uplicable a todas
lus anpresus lanlo privodas, ptiblicas o mixtas cuyas aclividades representen un riesgo a Iu suluLl
huttunu o ul unbientc"3s . Luego indica, en el artículo 7, que " las empresus sertin reipon.sablcs tla
los «¡ntenidos ¿le las Aud orías Ambientales y los PAMA's, y quettarán obligodas a su
cumplimienlo, ¡'u lu remisión de los in/brmes pertinentes a la Dirección Nocional dc Culittutl
Ambiental, en kts plazos aslablecidos en el presente reglamenlo y en la resolucitin de uprobut,ión
del misnn" y, en el artículo 10, que el Ministerio de Ambiente "...crcarú un Regisrro tle-Auditores
Ambientales hubilitados para elaborar las Auditorías Ambientules y pAMA's. Los auditores
umbicnlalcs deberán estar inscritos en este regislro..." .

El Tc'xto tJnico de la Ley General de Ambiente. en su artículo 2. dellne la responsabilidarl
objetiva como "/¿r obligoción del que cause dsño o confamine, directo o indirectomente. u Lts
perr;ond:;, ul madio ambitnte o u las cosas de resarcir el (loño ¡ perjuicios cousados" -

B. De la Responsabilidad Obietiva.

"Arlículo l0l. To<la persona natur'al o jurídica está en la ohligación t)e
prcvenir el doño y controlar Iu contuminación umbientul."

"Artículo 103. El que, mediante el uso o aprovechamiento de un recurso o
ytr cl ejercicio de unq actividad, produzc'a tluño ql ambiente o a lu sulud
lumunu esta¡d obligado a reporar el daño causotlo, aplicar las metlitlus tle
prevención y miligación ! osumir los coslos coffespon(lienles.,,
(El resaltado es nuestro)

"Artículo 104. Todu persona naturul o jurídicu que enitd, vierta, dis¡lt»tga o
dcscar¡iue sus/an.'icls o desechos que qJ¿clen o puetlun ufectur lu salutl
humana, pongan en riesgo o causen daño ol ambienle, afictcn o puedun
ufuctut'kts proceuts ecológicos esencioles o la colidad (le virh tle la poblucitin.
tendrá responsabilidad objetiva por los daños que puedan ocusknar gruves
per¡uicios, de conformidad con b que dispongan las leyes espcciales
rcktcionudas con el ambiente."
(El resol¡ado es nuestro)

"A ículo 105. Los generadores de desechos peligrosos, inc,luyerulo kts
rudioactitos, terulrán responsabilidqd solidaria con los encargidos tle su
lrunsporte y nunejo, por los duños derivudos de su manipulut,ión cn bdus sus

" Cfi. articulo 3 del Decreto Ejecutivo No.57 de 2004.
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elapas, ittcluyendo kts que ocurran durante o después de su disposición Jinal.
Los encorgudos del manejo solo serán responsables por kts daños producitfuts
en Iu etapa en Ia cual inleryengqn."

En extracto, los articulos l0l. 103, 104 y 105 funtes l0ó. 108, 109 y /101 ibídem impone la
responsabilidad objetiva y, en consecuencia, la obligación general de '?rcuenir el daño"."repurur
el duño causado". "controlar la conlaminución ambiental", "resurc'ir cl duño y perjuic.io.s" y
"asumir los coslos", a quienes "pongun en riesgo o causen duño" o que sus prácticas "alecten o
¡tuedun ufbc'tcu:', a la salud humana, la calidad de vida de ta población, el medio ambiente y los
proccsos ccológicos esenciales.

'Artícalo lll. Lus sanciones impuestas por el Minislerio de Ambiente
cotesponderán a la gravedad del riesgo y/o el daño umhientul generado por
la infiacción, la reincidencia del inlractor, su actuación con poslerioridad ol
hccho, al grado de lo inversión y su situación econ<imica. El infractor tendró
adenuis la obligación de efectuar o asumi¡ la limpiezo, rcstourución,
miligación !/o compensoción del daño ambiental o que hayu lugar, a sus
costas, según su vuloración económica y.fundamenb técnico, sin perjuicio de
las responsabilidades civiles y penales que correspondan."
(El resaltado es nuestro)

Adicionalmente, el artículo I I I del rexto Único de la Ley General de Ambiente determina una
responsabilidad administrativa, sin perjuicio de las posibles responsabilidades civiles y penales.

Mientras que Ia Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo y Laboral de la Corte Suprema de
Justicia. en su Sentencia de 23 de marzo de 2006, dentro de acción contencioso administrativa de
plena jurisdicción. Expediente 5 l5-03, expone:

"La responsabilidud objetiva por daño ambiental, surge tlebido u lu netesidq.l
tle protcger el umbiente de los daños derivados del empleo de u¡sas o
Qctividudes peligrt¡sus, cn lus cuules se dificulta la demostruc,k)n de la culpu
de quien ejerce unu uctivitlad riesgosa y que debe, por lo mismo, tomar las
precauciones perlincntes para ev¡tar dqños ambientules.

De lo expueslo unteriorment¿ se concluye que "... ta responsabilitlad objetiva
surge por el 'uso, oprovechumiento de un tecurso o el ejercicio de una
oclividad que generun riesgos o causen dtños al ambiente...'. Eslu.fi"use nos
pennite inJérir que la rcsgtnsubilidad objetiva se fun<lamenlu en el .futlor (la
atribuci¡jtt del riesg<t7»ttvecho, porque el proylsito esenciul Lle quien ejcr:u
unu a<lividad riesgosu puru el ambiente rudica en; lu utilizuL.ión o
apntvechamienlo de un rccurso (mineríq), los procesos para lu eluhorut,ión de
un producb (ind*;trius manufactureras), o se derivan del curso <le sus faenas
cotidianas (<lesechos clomésticos).". (AROSEMENA BODERO, Tuniu. "Lu
Responsubilidad Ohjetiva por Dqño Ambiental en la nueva Ley Gcneral tle
.lmbiente ". Trabujct tle Qrucluución, Facultad (le Derec.htt y ('iuíius politic.as,
Uniyersidud de Panamá, p. 136).

('ono colofon u b qntes erpuesto, Iu Salo eslima perl¡nenle lrucat referencia
ul principio generul del Derech<t Ambiental llumadt¡ de prevenL,ión o del
riesgo. scgún el cuul "... uquella persono que crco, dentro de lu vitla social -y
en su propio beneJicio, una siluución de riesgo o de peligro, es responsable
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del daño causado,../ ndudo a su vz en el principio que quien se benertcia de
una siluucitin debe lombién, en justa compensoción, soportar las cargas de
ldmisma.". (El resultaclo es de lusuld). (G()NZA;.LEZ 5.. /lu¡,rú. Propucstd de
un C.urso de Derecho Ambiental pqra Eslud¡ontes de Licencialuru. Tcsis,
Unitersiducl <le Puttutnú, Facultad de Derecho v C'iencias lroliticas, Pununú.
1996)."
(El resaltado es nuestro)

De las normas yjurisprudencia citada, se desprenderse que la responsabilidad objetiva recae sobre
la enrprcsa Minera Panamá, S.A.. como presunto su ieto causante o activo de los notencialcs riesgos
dc daño ambiental, en vista que ha usado o aprovechado los recursos minerales en su propio
beneficio. por lo que debe asumir los costos que se generen para la reparación del medioambiente.

C. [)e los Estudios de lmpacto Ambiental.

El conceplo de estudio de impacto ambiental se encuentra consagrado en el artículo 2 dcl 'l'exto
[-]nico de la Ley General de Ambiente, a[ indicar que es e[ "documenlo que resullu tle la integrución
tle vuriublcs umbientules en el diseño. .formulución y ejccución de obras. aclitidades y ¡.sror-cclos;
describe :;tts carucrarísficas y proporciona anÍecedentcs .fundudos paru la itle nl ilit,uc ión.
inlarpratuc'ión y proyección de los impocfos ombienfales y, ademús. describe lus metlitlos para
evilar, reducir, compensat ! conlrolor los impoctos adversos signilicativos". Así, se observa que
el estudio de impacto ambiental se aplica para futuros proyectos, antes de la construcción.
operación v/o cierre. puesto que su objetivo es predecir y estableccr me¡li«las preventivas.

Ahora bicn. por impacto ambiental conlbrme el artículo 7 idem. se entiende Ia "alterución
naguliyu o Positivtt del medio nalural o nodificatlo como consectpnt'ia ¿la actit,itludes tle
de¡urx¡llo. que puede af¿clar lu existencia tle kt vido humana, osí u»no de k¡s reutrsos n( urule.\
rcnoyubles t rut renoruhles del enlorru¡".

"Anícuh 7. Las actividqdes, obras o proyectos, públicos o privadcts. qua por
s nuturalezu, caructcrísticas, efictos, ubicoción o recur*» pueden genarur
riesgo ombiental raqueriran de un estudk¡ de impucto unbientul previo al
inicio de su ejecución, de acuerclo con la reglumentación de lu presente Let,.
E¡tus uclivitludes, obras o pro¡'cctos deberdn somele$e a un proceso de
eyaluación de imprclo ambiental, inclq,erulo uquellos que se realiccn en la
cuenca dcl Canal ¡,comurcas iruligenas.

(El resaltado es nuestro)

"Atlículo 25. La supervisión, el control y la.fiscalización de las actit,i¿ladcs.
obras y proyectos sujek.ts a la evaluación dc impucto umhientul tluedun
sometidos a la presentación del Plan de Monejo Ambienla! v al cumplimienkt
tle las normus ambienlules. Estu es una función inherentc al Ministerio rle
Ambientc, la cual scrá ejecutadu junto con lu uutoridad competenle de ourcrdo
con el reglumento, según sea el caso.
(El resaltado es nuestro)

El 'l-exto Unico de la Ley No.4l de 1998. artículos 7 y 25, exigen un estudio de inrpacto ambiental
previo a la realización de "octivi(ludes, obros o proyectos... que puedun generur riesg¿ untbiental,'.
que conlleva Ia presentación de un Plan de Manejo Ambiental, que posteriormente queda definido
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en la reglamentación e implica las "occiones... para compcnssr los posibles e.fectos o impactos
¿unbientules negatiwts... El plan incluye también kts programas de... contingencia".

"Artículo 78. El Ministerio de Ambien¡e36 será el responsuble de nonnur kt
relutivo a los impactos umbientales generados por lu actividud mineru. "

'Artlculo 80. El Ministerio de Ambiente, en coordinación con la auto¡idad
compelenle, tcndró Iu responsubilidad de supervisar, controlar y vigilur la
adec'uutlu uplicación del Plan de Manejo Ambiental que corresporu)a.
(EI resallado es nuestro)

"A ítub 8l. Los Plunes de Munejo Ambiental o kts Progrumas de
Adeuación ¡, Manejo Ambientol .!ue rcsultende lqs cyuhrucir»tcs da iupacto
utttbictttul o da lus uuclik¡ríus unhientqlcs ¡tutu los pnry.eck¡¡ ltineros elaherán
ser uprobados por al Ministerb de .,L»tbicnte, qua tendrú lu y»cstud cle
suspetuler y suttcionur lus operuc it»tes por el intuttt¡tlinient¡t dc lus nultLls. '

(El resaltado es nuestro)

D. [)e la Participaci(rn Ciudadana

"Artículo 9. El proceso de evaluación d€ impacto ambiental incluirá
mecanismos dc participación ciudadana y comprenderá las etapas
sigu¡ent(]s:

En lo rel'erenle a los recursos minerales, los artículos 78, 80 y 8l reallrman la responsabilidad del
Minislerio de Ambiente con respecto a los impactos ambientales y a los planes o programas para
el manejo y la adecuación.

Ahora bien. en lo relativo a la vigencia de los estudios de impacto ambiental, la norma3T dispone
una vigencia de hasta dos (2) años para el inicio de [a ejecución del proyecto. obra o acrividad.
contados a paftir de la notificación de la resolución que aprueba el estudio de impaclo ambiental.
El no cumplimiento del plazo de inicio otorgado conlleva la pérdida de vigencia.

Una vez iniciada la construcción y/o operación del proyecto, obra o actividad. dentro del plazo de
dos (2) años establecido en la resolución aprobatoria del estudio de impacto ambiental. se entiende
que el estudio de impacto ambiental será válido durante la vida útil del proyecto. obra o
act¡v¡dad. hasta su cierre final. debido a las obligaciones resultantes del plan dé manejo lque
incluye el plan de contingencia y el plan de recuperación ambiental y dé abandono), de los
programas de adecuación y mitigación, así como del conjunto de responsabilidades ambientalcs
desarrolladas en la normativa nacional y en las fuentes de derecho internacional.

La presentación, ante el Ministerio de Ambiente. de un estudio de
impacto amtriental, según se trate de ac¡ividades. obra¡ o proyectos.
contenidos en la l¡sta laxat¡va de la reglamentación de la presenle Ley.
cuyos requisitos, categoría y contenidos sean de conlbnnidad a dicha
reglamentación.

rr' Cli. Ley No 8 de 25 de marzo de 2015, "Que crea el Ministerio de Ambiente, modifica disposiciones de la Autoridad
de los Recu¡sos Acuáticos de Panamá y dicta otras disposiciones". Publicado en la Cacera óficial No .2:,:,49-¡- de z.?
de n¡arzo de 2015.
r? Cfr. arÍculos 49 del Decreto Eiecutivo No.l23 de 2009 (subrogado) y 74 del Decreto Ejecutivo No.l de 2021.

L
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2. La revisión del estud¡o de impacto ambiental por el Ministerio de
Ambiente.

3. La aprobación o rechazo del estudio de impacto ambiental por el
Ministerio de Ambiente.

4. El seguimiento, control, fiscalización y evaluación de la ejecución del
Plan de Manejo Ambiental y del estudio del estudio de impacto
ambiental aprobado y del contenido de la resolución de aprobación."

(El resahado es nuestro)

"Artículo 12. El Ministerio de Ambiente hará de conocimiento público la
pres€ntación de los estudios de impacto ambiental para su cons¡deración.
y otorgará un plazo para los comentarios sobre la actividad, obra o proyecto
propuesto, que será establecido en la reglamentación de acuerdo con la
conrplejidad del proyecto, obra o activ¡dad."
(El resaltado es nuestro)

Asi las cosas, se dispone en la Ley General de Ambiente la participación ciudadana y el acceso a
la información, dentro de los procesos de evaluación de los estudios de impacto ambiental, así
como la obligación del Ministerio de Ambiente de otorgar plazos para la participación ciudadana.

Fn torno al ordenamiento positivo panameño, la parlicipación ciudadana se encuentra regulada en
la Ley No.6 de 22 de enero de 200238, "Que dicru normas para lu trunsparenciu en it gesrión
púhlic'u, establec'e acción de Hábeas Data y dicta otrus disposicbncs", que en sus artículos 24 y
25 indica:

"Artículo 24. Las instituciones del Estudo en el úmbito necionul )¡ locul,
lcndrán lu obligación tle permitir la participacién de los ciulaclan<¡s ¿n tr¡dos
k¡s uclos <le la administrac¡ón pública que puedan af¿ctur los intereses ¡,
derechos de grupo de ci*Jutlanos, mediante lus mo<lulidades c)e participación
ciw)udana que al efecto estahlece la presenle Le)'. Estos qctos son, enlrc otos,
k¡s relutivos a construcción de infraeslructura, tasas .le vaktrización,
;onilicacüin y.fijación de turiftx y tasas por servicios.,,

"A¡tícukt 25. Sin perjuicio de las contempladas en otras leyes se establece
como mt¡tlalidades de participación ciudadana en los ack¡s de lu
udninislruc ión pública las siguientes :
L Consulla pública. Consistente en el acto mediante el cuql lu entida(j

estatal pone a disposición del público en general inf'ormuc.ión buse
sobre un tema específico ! solicila opiniones y/o propuesla\ o
sugercncius de los ciudadanos y/o de organizaciones sociales.

2. Audiencia públict. Similar a la consulta pública, excepto que el ackt
de recibir sugerencias, opini<tnes o propucstus se reulizi en.fornu
personal ante la aut<tridad que correspondu, de acuerclo con el temq
que se lrule,

3. Foros o tolleres. Reunión selectivu c.t público ¡le ack¡res relcvunles o
aJbctudos junto con la autoridacl competente, que permita el
corlocimiento proiundo sobre un lcma o sirva dc mecunismo tle
oblención de consenso o resolución de conflictos.

'x [)uhlicada en la Gaceta Oflcial No .244i6 de 23 de enero de 2002
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1. Pa icipación direcla en insfancios institucionales. Actuación tlc
c'iududunos o representuntes de orgoizaciones sociales en lus
instituciones públicqs de consulta o lomu de dec,isiones específicqs.

Pardgrulo Lus instituciones de Ia qdministración pública están obligudus a
publicur, ante de lu celebración de cuulquier de los ac¡os administraliv)s
sujeb:t a participación ciucJadana, la modalida<l de purticipuckin ciudadunu
que udopturá el cumplimiento del presenle artículo."
(El resaltado es nuestro)

La exigencia dc participación ciudadana tiene como precursores a la Convención Americana de
Derechos Humanos. ratificada por la Ley No.l5 de 28 de octubre de 1977. publicada en la gaceta
oficial No.18468 de 30 de noviembre de 1977, que en el literal "a" del acápite I del artículo 23.
ac lara:

" Artíca lo 23. Derechos Pt¡l íticos.
L Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos ¡,

oportunidades:
a) de parlicipar en la dirección de kx asuntos públicos,

directamente o por medio de representantes libremente elegidos.

En igual sentido, la corte lnteramericana de Derechos Humano en sentencia de 6 de agosto de
2008. señaló:

''...el derechode pa icipar en la dirección cle k¡s aswtos púbticos [...J impone
ul Estudo unu obligación positilo, que sc maniliestu con una obligaciin de
hucer, cle reulizor cierlas ucciones o conductas, de adoptar medidas. que sc
derivan de la obligación de garanlizar el libre y pleno ejercicio <le los deiecfu¡s
htuun¡¡s de las personas sujetas a su jurisdiccitin (articulo l.l de lu
('onvenc¡ón) y de la obligación general de uloptar medidas en el derecho
interno (arlícuh 2 de la Convención13e "

En concordancia con lo anterior, se invocan los compromisos fijados en los artículos I (objetivos)
y 7 (participación pública en los procesos de toma de decisiones ambientales) del Acuerdo Regional
sobre el Acceso a [a Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asunlos
Ambientales en América Latina y el caribe hecho en Escazú, costa Rica, el 4 de marzo de 201g,
exlractado ut supra como luente de derecho intemacional.

Es dable agregar que el Acuerdo de Escazú, en su parte motiva manifiesta que ,' Reufirmantlo el
principio l0 de la Decloración tle Río sobre el Medio Ambienre y el De';i*ollo ie t992. que

r" Caso Castañeda Cutman vs Estados Unidos Mexicanos. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas
Sentencia de 6 de agosro de 2008. párr. 156.

De ahí. se desprende que la participación ciudadana en las decisiones administrativas se ha
convertido en una obligación por parte de las entidades estatales. con la tlnalidacl de crear
mr--canismos que garanticen la transparencia en la Gestión Pública, para lo cual la norma dicta
modalidades de participación ciudadana.
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eskúleca lo siguienta: 'el meior tnodo de trutar las utesliones unbicnlales es c'on lu parliL.ipu(.ión
tla lt¡dt¡s los ciudadunos inreresuclos, en el nivel que corresponda. En el plarut nacionul, lodu
persorur deberd lencr uccest¡ odecuado u la informat'ión sobre el metlio umbiente tle que dis¡tr»tgun
l¿ts outoridudes públicos, incluida la información st¡bre kts otdteriales 1, las uttit'itlutlc:; qtrc
cnciarrun peligro en.tus comuni¿lades, dsí como lu oporlunidatl de purticipur en los ¡trocext:; Lle

adopt'iólt de dacisiones. Los Esta¿los debarán .fucilitar y .fomentor Iu sensibili:ac.ión 1; lu
purtit i¡tac'ión de lu poblución poniendo la inli»mación u dispo,;ición de todos. Dchqit
¡trrtporciottttrsa ucccso e.fectivo u los procedimient's judiciulas y a¿hninislrul iyt¡s, entrc eslos al
resu'cinticnto dc daños y kts recursos perlinen¡es".

XIl. De la Rcsolución DIEORA IA-1210-2011 de 28 de diciembrc de 20ll tiel Ministerio de
Ambiente.

El listudio de lmpacto Ambiental, categoría III, del proyecto denominado Mina de cobre panamá.
fuc aprobado por la Resolución DIEORA IA-1210-201I de 28 de diciembre de 2011. así:

"Artículo L APROBAR ¿l Estudio de Impacto Ambiental, Categoría Ill,
.\»1'espondiente al proyecb denominado M\NA DE COBRE PAN1ttl.tl, L.utr¡
f RO|\OTOR,:s Ia,.:mpresu MINE&4 PANAl4,i. 5.A.. Lon toclds lus u¿tliius
crntem¡tladus cn el referido Esfudio ¡' en las umpliuciones, las cuales sa
inlcgrun yformdn putle de csla Resoluck)n.

Artícuh 4. En adic'ión a las medidas de mitigación ), compensackin
«»tlenpladas en el Estudio de lmpac.to Amb¡cntal EL pROMOTOR tlet
Pntyecto, lendró que:

.lclualizer, cada cinco (5) años, el inventqrio de.faunu, tanto terrestrc
como lu ucuáticq, íncluyendo las especies marinas cosleras de fondo
dun¡. dcntro de to¿o ¿l pligontt a dasurr,¡llar tlel pn4.ec.l)t, sin
exceptuur. el área que comprende el desarroll<.¡ del muelle e
infraestrucfurus awiliares en Punta Rincón, e incluir k¡¡
cctrrespondientes resultados en los informes de seguimiento.
Llevar regislros, en cuanlo a cantidad y composición, de todos los
residaos o generar durante la fase de operación, del tipo que sean, a
deposilat en el rellen<t sanitario a existir denÍo del área del proyec.to,
e incluir k¡s resultqdos correspondi(lnles en los infi»nes tle
segui¡nienlo.
Revisar el Plan de Cier¡e de Minas, cada cinco (5) años, para
uctuelizctr las prdcticus de rehabilitacón y los coslos...
L'onst¡luir una gurantiu fnunciera ulecuada, pura hacer .frente a k»
posibles pasivos amb¡entales que se presenten durunle lu fuse de
operacktnes, .fitse de cierre y posl cierre o por causas imprcv¡sla§. Lo
garan a tinanciero lendrd que se¡ rcvisüda, aclualizutla y uprobutltt
cada cinco (5) años por lo outotiddd competente ! deberti hacerse del
conocimiento público.

I

t.

(El resaltado es nuestro)

De las nomas arriba citadas, se destacan las obligaciones de: (i) revisar el Plan de Ciere cada cinco
(5) años, que si bien es posible que originalmente no incluyera un escenario d. 

"ierre 
unticipado,
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sí permite y obliga a realizar la actualización correspondiente. y (ii) mantener viqente una [arantia
liliancic¡'a rrara haccr lienle a los rrosibles pasivos ambienlales que se Dresentcn durante la lirse de
oneraciones. lhse de cierre v Dost cierre o Dor causas imorevistas. la cual deberá revisarse.
actualizarse v aprobarse cada cinco (5) años.

Este estudio de impacto ambiental del proyecto Mina de Cobre Panamá, tiene entre sus
componentes. el Plan de Contingencias (Anexo XL). como guía para la planificación y preparación
de acciones y procedimientos para e[ manejo de situaciones de emergencia o crisis, y al Plan de
Recuperación Ambiental y de Abandono (Anexo XLI), que describe el plan conceplual de
rehabilitación y ciene del proyecto minero.

Con posterioridad. la Resolución DIEORA IA-1210-201I recibió las modificaciones aprobadas
mediante las resoluciones DIEORA-0871 de 5 de diciembre de 2013. DIEORA-IAM-040-2015
de l5 de dicienrbre de 2015, DIEORA-IAM-0I9-2017 de I I de abril de 2017. DIEORA-IAM-
025-2017 de l8 de mayo de 2017, IA-RECON-002-2018 de 5 de marzo de 2018. y DIEORA-
IAM-006-2023 de I 5 de marzo de 2023.

Es oportuno señalar que la Resolución DIEORA IA-1210-201I de 28 de diciembre de 201I lue
expedida bajo el amparo del Decreto Ejecutivo No.l23 de 4 de agosto de 200940, "por el cual se
regl nenra el Capítulo Il del Título IV de la Ley 4l de I de jutio de 1998, General tle Ambiante tlc
la Repúblicu dc Panamd, y se deroga el Decreto Ejecutivo 209 de 5 de seprienhre 2006", publicado
en Ia Caceta Oficial No.26352-A de24 de agosto de 2009.

De los principales aspectos regulados en el Decreto Ejecutivo No.l23 de 2009, se comentan los
siguientes:

l. El artículo 2 . define que el concepto de "¿tctit'itlucl. obra o ¡tr.oyeclo" inclu¡.c las accioncs
para el desarrollo, así como aquellas necesarias para el abandono o cierre técnico, por tanto
sc desprende que las acciones se autorizan bajo una responsabilidad ambiental.

En adición, indica que eI Plan de Manejo Ambiental comprende, entre otros, la compensación
de los posibles impactos ambientales y el Plan de Contingencia.

"Aniculo 2. Para los efectos del presente Reglamento. regirán los siguientes
ltirmiruts y deliniciones :

Aclividud, obto o ptoleclo: Conjunt<t de acciones necesurias pura l.t
planific'ución, la construcción de edificuciones, el desarrolkt cle octit,idqdes
pro<luclit'us o cl desarrollo de servicios, incluyendo at¡uellas necesarias paru
el abandono o cierre lécnico, en la medida que estas acciones humunus ulteren
o destruyan elementos del ambienle o generen residuos, materiules tóxicos y/o
peligrosos.

r' Subrogado por el Deffeto Ejecutivo No.l de I de marzo de 2023. "Que reglamenta el Capítulo III del Título II del'I exto Unico de ley 4l de 1998, sobre el proceso de Evaluac¡ón de lmpaclo Añbiental, y se dictan otras d¡sposicjones',,
Publicado en la Gaceta Oficial No.29730-C de I de ma¡zo de 2023.
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Plan de Manejo Ambiental; Documento que estqblece dc maneru detulladu y'

an t»lt'n tnnolrlgico lus ¿ccioncs que se r¿Lluicrcn faru prev.,nir, nitigur.
c(»ttt'olar, corregir y compensor los posihles eÍectos o impactos ambientales
negal¡vos, o aquel que husca ucenluar k)s impuctos positivos cuttsudo¡ en al
desarrollo cle un proyecto, obra o activida<l. El plan int,luy-e tQnbién k¡s
pt't¡1t'unas de seEuimiento, r'igilanciu y con¡rol v de contingencio.

(El resaltado es nuestro)

2. El artículo 26 , establece que los estudios de impacto ambiental, categoría III, incluven conlo
míninro el Plan de Contingencia y el Plan de Recuperacién Am
con lo cual queda claro ambos son responsabilidad del Promotor.

biental y de Abandono.

"Arlículo 26. Los Estudios de lmpucto Ambiental deberun incluir k¡s
conlenidos minimos para la.fuse de admisión previstos en este artícuk) v en
lus mtrnos ambientales v¡gentes, a.fin de garuntizur unl udecu«lo 1, luntludu
predicckin, identi/icacitht e ¡nlerpretdción dt ltts impactts umhieíttutcs quc
puedu gcnerur elproyecto, obrq o activiclu<1, ¿tsícomo la itl¡»tei¡lud téc¡tic,a (le
lus mcdiclus propuestus paru avitur, reducir, corregir, conpcnsdr ),conlroldt
hrs impuck» udversos sigtrific.alivos. Esbs contenidos se nunlendrátt t,igent.:,
hustu que sean ucloptudos por sec,lor de acuerdo ul qrticuk¡ 25 de este
nlgluucnlo. El contenitlo mínimo de los Estutlios de Impacto Ambientat, (lc
uL'uerdo a su categorío, será el que se establece en el sip¡u¡ente (,uudro:

TE]IU
INCLT]IR EN

Categoría
I

Categoría
IT

Categtría
t

I0.9 Plon da (i»ttinSenctu
10.10 Plun de

Ambientul
Rct'uperu<'ión
dc Abundono

l

(El resahado es nuestro)

El artíqulo I l, obliga al promotor a dar cumplimiento al estudio de impacto ambiental y a
cualquier otro aspecto de la resolución ambiental que lo aprueba lResoiución DIE)RAiA-
l 2 l 0-20 1 1 y sus modificaciones).

'Artículo ll. Los Pntmok¡res y los consuhores Ambienlules serán
sol¡dariumenlc responsables del contenido y antece.lenles en los que se
.lundamenlen para elaborar el Estudio de lmpacto Ambiental y ctiherán
presentor todos los documenlos, informes, correspontlenciu, estudios
necesurios, aclaraciones, modificaciones o ajustes solicito<*ts por Iu
Autoridad.

10 PL4N DE L.ANEJO AMBIENTAL

L.os.Pntmolores quedarún obligados a cumplir con el Estudio de Impack,
Ambienlul, al cctrrasporuliente Plan de Mmejo Ambient . J,cualquier otro
uspecto eslublecido en fu Resolucitin Ambienta! que uprueba l« ejicut.ión de
tot pt'o.tcclo, obra o uc,liyidud, o eyuluqr su c,umplimienkt, u rculi;ur el
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seguimienlo, vigilunciay control ambienlal, y enviar los inli»mes y resultudos
cort lu periodicidad solicitada.

(El rcsaltado es nuestro)

4. Ill anículo 5(r, obliga al promotor a presentar evidencias del cumplimiento de las rncdidas de
seguinriento, vigilancia y control del Plan de Manejo Ambiental.

'Artículo 56. ...
Con el objeb de darle seguimienb adicho Plan, el Promotor deberá presentar
cuulquier evidencia que acredile el cumplimiento de las medidas de
seguimiento, vigilancia y control (otos, mapas,.factwas, contratos, y olros)
paru.'
q. Minimiztr los impaclos negativos sobre el ambiente en la

construcción, operación y abandono de las obras e instqlaciones, si cste
úhimo procediese.

b. Logrur el estublecimienlo de consensos enl¡e k¡s involucrados cn el
proy¿clo, obra o actividad.

c. Prevenir evenluales dccidentes en la infruestruclura o insumos, y en los
trabajos de construcción, operación y abarulono de las obras, si cs¡e
último procedíese.

d. Minimizar los efeclos tdversos frenle a los tiesgos ambientales."
(El resaltado es nuestro)

5. El artículo 70 obliga al Promotor a present¿r una garantía o aval de cumplimiento, en caso
que le sea requerido por el Ministerio de Ambiente

"Artículo 70. EI Llinisterio de Ambiente podrú solicitur ul pro¡nok». tlel
proytcto uno gurunlía o uval de cumplimienlo, en h¡s casos de quc la
eyaluuciótt dcl estudi¡¡ lo requieru. La garantia o atul sc csteblecerú (le
acuardo a un plazo compueslo por el periodo de ejecución o desqrrollo.le Ia
actividad, obru o proyecto, Ia categoría d¿l Eslulio de l pacb Ambiental,
mds un periodo adicionol de coberlu¡a conlado a partir del inicio de lo {use
de obandono, culminución o témino de lo aclividad, obru o pro¡,cct<t tlc que
se trute. Conforme a una lubla que establecerá lo,4NA^l en el ténnino dc un
año contados a purtir de Iu entrada en vigencia de la presente ru¡rna, sobre Iu
basc de los siguientes crit¿rbs; vak». del proyecto, ctbra o uctiviclod de que se
trute. cl lipo de impqctos umbienteles identifcodos en el Esrudio de Impacto
Amhiantal v de lus medidas propuestas paru evitar, reclucit", cor:regir,
cotnpans{tr y controlar dichos impacbs.,,
(EI resaltado es nuestro)

Por otra pane. la última modificación al estudio de impacto ambiental, aprobada por la Resolución
DIEORA-IAM-006-2023 de l5 de marzo de 2023, ocurrió bajo la vigencia dil nuevo Decreto
Ejecutivo No.l de I de marzo de 2023, del cual en particular se resalta que incluye los planes de
prevención de riesgos ambientales, rescate y reubicación de fauna y flora, de contingencia y de
cierre (artículo 25. n.9.3,9.4,9.6 y 9.8), así como también mantiene las obligacio=nes de dar
cumplimiento al estudio de impacto ambiental (artículo 12) y de mantener una gaiantía financiera
ambienlal (artículos 116 a I l8).
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Luego de este análisis y estudio profundo del tema objeto de su consulta. el cual llevó a hacer un
recorrido abundante y cronológico, desde la Constitución Política de la República de Panamá.
pasando por las Normas del derecho ambiental intemacional, la Declaraciones sobre el Medio
Ambiente. la Parlicipación ciudadana, los Principios rectores de la protección del medio ambiente.
el Acuerdo de Escazú. la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asunlos Ambientales
en América Latina y el Caribe, la Opinión Consultiva 23 (2017) sobre medioambiente y derechos
hunranos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), el Tratado de Libre Comercio
Panamá - Clanadá, el Código de Recursos Minerales, [a Ley General de Ambiente, el Ctidigo Penal.
el Código Civil. la Nota de Minera Panamá. S.A., dirigida a este Despacho, fechada 5 de enero de
2024. cl Fallo de 27 de noviembre de 2023 del Pleno de la Corte Suprema de Justicia que declaró
inconstitucional la Ley No.406 de 2023, entre muchos otros instrumentos jurídicos. incluyendo
revisar las consideraciones de reconocidos profesionales, especialistas y expertos en diversas
disciplinas que inciden en la temática que nos ocupa. entre ellas, las de derecho ambiental y
ecokigico. derecho de la hacienda pública, sociología. química e ingeniería de la mineria. esla
Procuraduría de la Administración concluye de la siguiente manera:

I . En relacitin con la primera interrogante, en nuestro criterio, el Min isterio de Ambiente debe
exoedir o lir con los acbs adntinislralivos de su comoetenci ue sean necesanos Darac unl l') ll q

la anlic¿rc ión del Anexo XLI "Plan de RccuDEración Ambiental v de Abandono". contenido
en el EsIrtl to de Imnacto Ambiental ltnrobado DOr la Resolución DIEORA IA-1210-201 I
y sus modi ficaciones. así como oara el cunrnlinliento dc todas cada una de las
oblisacionc comDromisos ambienta les establecidos en el descrilo estutlio dc intnactoS

ar¡biental v. en general. en el ordenamiento iurídico (levCS decretos eiecutivos v
resolucionc- s ministeriales) , para garantizar a la población nacional, un ambiente sano y
libre de contaminación, mientras se elabora el Plan de Cierre Ordenado v Final de la Mina
de Cobrc [)anamá. en observancia del Texto tlnico de [a Ley (ieneral de Antbiente. del
l]studio de llnrracto Antbicntal aprobado oor la Resoluc ión DIEORA IA-1210-2011 de 28
de diciembre de 201I y sus modi licaciones. del Dccreto []iecutivo No.57 de 2004- del
Decreto Eiecutivo No.l23 de 2009 (Subroqad o). del Decreto Eiecutivo No.l de 2023 v de
la Resolución No.AG-0347-201 3 de 27 de mavo de 2013 , instrumentos éstos vigentes

2. Respecto a su segunda interrogante, somos de la opinión legal que. corresponde a la emprcsa
Minera Panam á. S.4.. como nre sunto suieto activo de ootenciales riesqos de daño arnbiental.
asumir los costos económicos de un Plan de Preservación y Gestión segura en la Mina cobre
Panamá. requeridos para garanrizar la estabilidad fisica y química de los ecosistemas
ambientales y est
la Mina dc Cobre

ructurales, como fáse lemporal hacia el Plan
Panamá, en virtud de lo dispuesto en los artí

de Cicrre Ordenado y
culos 2 (numeral 65 ).

Final de
103. 104

vllldel 'l'exto Unico de Ia Ley General de Ambiente . el articulo I l5 del Códiuo de Recursos
Minerales v el Estudio de ImDacro Ambiental. aprobado mediantc la Resolución DIEORA
IA-l2l0-201 I de 28 e diciembre de 201l.d

3. t-,n cuanto a su tercera y última interrogante, esta procuraduría es del criterio jurídico que a
la emoresa Minera Panat}la. S.A. le corresoonde la obli gac ión de mantener vi[ente la Fian /.1\
de Cun¡plimiento (Ambiental) No.FICUGO- I 396, expedida por Interamericana de Fianzas y

y la Contraloría General de la República.
ilidad de US$ I 08.2 10,000.00 millones de
os de América. moneda de curso legal en

Seguros. S.A.. a lávor del Ministerio de Ambiente
ac tualnlente con un Limite Máximo de Responsab
d(rlares. expresado en dólarcs de los Estados Unid
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la República de Panamá, a fin de garantizar la atención de los posibles pasivos ambientales
que se prescnten durante la fase de operación. fase de cierre y post cierre. o por causa
imprevista del proyeclo denominado Mina de Cobre Panamá, con Doslcr ioridad al día 07 de
marzo de 2024 .YCOnUnD lazo mínimo de cinco (5) años, habida cuenta oue "la guruntía
lirtunciaru tc ser rtús¿tdu. ut t uuli:oclu y qDrobadu cada cinc¡¡ (5) uño.r por lu
autoricla<l u¡nuetente ! debcrú hacerse de conocimiento público". confbrme al artículo 4.
numeral h. de la Resolución DIEORA IA-l2l0-201 I de 28 de diciembre de 201 l .

De esta manera danlos respuesta a su solicitud, reiterando que la opinión aquí vertida. no constitu)e
un pronunciamiento de fondo, o un criterio concluyente que determine una posición vinculante, en
cu¿rnto a lo consultado.
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